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1. Resumen 

     Este informe final se presenta como producto del trabajo de investigación realizado por 

el Semillero “Mujer Desplazada y Conflicto Armado”, línea de Derechos Humanos, 

Justicia Transicional y Atención a Víctimas, dirigido por la docente investigadora Dra. 

Angélica M. Navarro Monterroza, adscrito al Grupo de investigación “Derecho del 

Trabajo y Seguridad Social” de la Universidad de Cartagena.  El informe da cuenta del 

proyecto de investigación titulado “Litigio Estratégico, herramienta de defensa del derecho 

a la vivienda digna de las víctimas del conflicto armado. Caso: AFRODES – Cartagena”, 

desde donde se trabajó con familias integrantes de la Asociación Nacional de 

Afrodescendientes Desplazados (AFRODES),  residentes en la ciudad y quienes a pesar 

de las gestiones adelantadas de forma individual ante las entidades responsables de la 

política de vivienda, no han logrado acceder a dicho derecho.  Se realizó una revisión 

documental de estas gestiones, observando que las respuestas siguen una misma línea 

argumentativa, ya que las entidades ratifican a las víctimas lo obligatoriedad de ceñirse a 

los procedimientos normativos vigentes, conocidos como las rutas de acceso a derecho.  

Sin embargo, el grupo AFRODES obtuvo  por información facilitada por las víctimas, 

conocimos la Resolución 0310-2014, expedida por el Fondo de Vivienda de Interés Social 

y Reforma Urbana Distrital – “CORVIVIENDA”,  la cual es contraria a derecho pues viola 

los procedimientos;  por lo tanto, buscando fundamentar la pertinencia del Litigio 

Estratégico en la defensa del derecho de esta comunidad, se utilizó una metodología desde 

la investigación aplicada, acercándose al modelo de Investigación Acción Participativa, de 

tipo socio-jurídica y descriptiva.   

Se abordó el proyecto desde dos etapas, a saber: 

a) Etapa de análisis teórico 

b) Etapa de análisis empírico 

     La primera etapa se desarrolló a partir del estudio y selección de los elementos 

conceptuales del Litigio Estratégico, de víctimas del conflicto, AFRODES y de vivienda 

digna.   
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     La segunda etapa se realizó desde el acercamiento que se tuvo con el grupo AFRODES 

para identificar la problemática en el tema que nos ocupa, hasta decidir por qué era 

pertinente aplicar el Litigio Estratégico en el caso con CORVIVIENDA,  aunque se 

reconocía que el proceso sería más complejo y tomaría mucho tiempo en obtener respuesta. 

2. Palabras Clave 

     Litigio Estratégico, Víctimas del conflicto, AFRODES, Acceso a Derechos, Vivienda 

digna. 

3. Introducción 

     El derecho que tienen todos los colombianos a una vivienda digna está contenido en la 

Constitución Política que expresa: “Todos los colombianos tienen derecho a vivienda 

digna” (1991, art 51), de esta manera se establece el goce de un derecho que aunque no es 

de índole fundamental por sí mismo, lo es por conexidad con el derecho a la vida digna y 

mínimo vital, derechos de primera generación siendo compromiso del Estado Social de 

Derecho, garantizar su disfrute.  

     Sin embargo, el fenómeno del desplazamiento forzado en Colombia generó las más 

inverosímiles historias de dolor, pérdidas, desarraigo, afectación emocional, 

desintegración familiar, todo lo cual se tradujo en la vulneración masiva de derechos, entre 

los cuales está el derecho a una vivienda digna.   Este fenómeno aunque tuvo gran impacto 

entre los Colombianos que fueron afectados, vino a tener reconocimiento jurídico sólo a 

partir de la expedición de la Ley 387 de 1997, por medio de la cual no solo “se adoptan 

medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, 

consolidación y esta estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la 

violencia en la República de Colombia”, sino que contiene una definición que permite 

establecer la calidad de desplazado, y por se abre el camino hacia el restablecimiento de 

los derechos vulnerados.  

     A partir de este momento la cascada normativa no ha dejado de fluir, haciendo 

observaciones y planteando mejoras que deben aplicarse para que se logre el goce efectivo 

de derechos; no obstante a esto, las víctimas siguen demandando, no sólo el pleno 
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reconocimiento de sus derechos, sino, la garantía y materialización de los mismos, objetivo 

que muchas veces no se logra por medio del litigio individual.  Dada esta circunstancia en 

la ejecución del proyecto, se revisaron y analizaron diferentes acciones que en materia de 

solicitud de vivienda habían interpuesto usuarios del Consultorio Jurídico de Derechos 

Humanos y Desplazamiento Forzado de la Universidad de Cartagena, con el fin de 

establecer de qué manera con la respuesta a estas peticiones las autoridades administrativas 

correspondientes incurren en la vulneración del derecho al acceso a una vivienda.  

 

     Como hemos venido anotando, al ser insuficientes los esfuerzos realizados a través del 

litigio individual para que las víctimas puedan superar las barreras administrativas que 

convierten las rutas de acceso en verdaderos laberintos, se consideró pertinente adelantar 

un proceso a través del Litigio Estratégico, como una forma de garantizar la transparencia 

en los procesos de asignación de Subsidios Familiares de Vivienda en Especie (SFVE). 

 

Se abordó la primera etapa haciendo un análisis teórico de: 

 

a) Litigio Estratégico. 

 

Buscando un acercamiento a este concepto se consultaron varios textos dentro de 

los cuales se cita el artículo de revisión bibliográfica El Concepto de Litigio 

Estratégico en América Latina: 1990-2010, cuyas autoras son Ana Milena Coral –

Díaz, Beatriz Londoño-Toro y Lina Marcela Muñoz- Ávila.  Para el grupo de 

investigación esta publicación aporta de manera profunda y extensa la 

conceptualización de Litigio Estratégico y se puede considerar como un texto de 

obligatoria consulta para los interesados en este tema. 

 

Al realizar un recorrido bibliográfico sobre la temática, se encontró que la mayoría 

de los textos hacen referencia a los aportes de estas autoras.  Dentro de los hallazgos 

de este documento, que aportan a la fundamentación de esta investigación, resulta 

oportuno citar el aparte titulado:  
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Algunos aportes doctrinales sobre litigio estratégico 

Para tales fines, es preciso comenzar señalando que el litigio estratégico tiene un 

lugar clave en los sistemas modernos de justicia, de modo que los objetivos 

alcanzados van más allá de los cambios logrados a través de las disputas entre 

particulares, pues crea una nueva visibilidad para los grupos humanos menos 

favorecidos así como estimula la búsqueda de la realización del derecho; en este 

sentido, las movilizaciones logran en el plano público un reconocimiento pues los 

casos emblemáticos permiten fijar posiciones, romper paradigmas y alcanzar 

soluciones para colectivos que se encuentran en una situación de vulnerabilidad.  

 

     Otro autor consultado y que igualmente ha hecho grandes aportes en el análisis de este 

tema, es el doctor Lucas Correa Montoya, de quien se tomó una de las definiciones que 

sobre Litigio estratégico se han dado:  

 

        (…) forma alternativa para enseñar y ejercer el derecho, consiste en la estrategia de 

seleccionar, analizar y poner en marcha el litigio de ciertos casos que permitan lograr 

un efecto significativo en las políticas públicas, la legislación y la sociedad civil de 

un Estado o región.  

        Es un proceso de identificación, socialización, discusión y estructuración de 

problemáticas sociales, a partir de lo cual es factible promover casos concretos para 

alcanzar soluciones integrales de modo que sea posible lograr cambios sociales 

sustanciales.  (Correa, 2008. p.53) 

 

     Finalmente, un tercer texto consultado fue: Litigio Estratégico en Colombia – Casos 

paradigmáticos del Grupo de Acciones Públicas, cuya Editora académica es la doctora 

Beatriz Londoño Toro.  En texto se cita a la profesora Martha Villarreal quien señala que 

el litigio estratégico “es la herramienta de pericia de los abogados con la cual contribuyen 

al desarrollo del derecho de interés público, es aquel que se realiza con el claro objetivo de 

contribuir al cambio social” (Villarreal, 2007 citado por Londoño, 2013). 
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Ahora bien, el Litigio Estratégico es una herramienta que han utilizado víctimas, 

Organizaciones de la Sociedad Civil, ciertos órganos del Estado para la protección de 

derechos humanos, a través del uso de los sistemas judiciales y mecanismos 

internacionales de protección, ejercicio éste, que ha dado resultados exitosos como el 

Proyecto LAICIA para la defensa de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres, 

cuyo objetivo era lograr la despenalización del aborto en Colombia.   Se logró que la Corte 

Constitucional se pronunciara sobre el tema, modificando de alguna manera el precedente 

Jurisprudencial que había hasta ese momento.  

Otro ejemplo muy notorio, ha sido el tema de la Violencia intrafamiliar, bandera de muchas 

organizaciones de mujeres, que utilizando el Litigio Estratégico, lograron promover un 

cambio normativo para intervenir en la problemática, lo cual se vio concretado en la 

expedición de las leyes 294 de 1996 y 575 del 2000. 

La Sentencia T 025 de 2004, marca un hito en Colombia, ya que como resultado de una 

gestión colectiva en la defensa de los derechos de las víctimas, se logró el pronunciamiento 

de la Corte Constitucional, declarando un estado de cosas Inconstitucionales, paso decisivo 

para la garantía y el respeto a las víctimas. 
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Tabla No. 1 

Casos exitosos de litigio de alto impacto 

Sentencia Tema 

T-018 del 2012                                   Objeción de conciencia para evitar 

servicio militar    por   motivos religiosos. 

C-238 del 2012                                   Efectos hereditarios de parejas del mismo 

sexo. 

T-314 del 2011                                   Tutela contra particulares por 

discriminación basada en la orientación 

sexual. 

T-974 del 2010                                   Deberes del Estado de garantizar la 

educación inclusiva. Luego de la 

sentencia, Colombia ratificó la 

Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidades. 

C-179 del 2009                                   Inconstitucionalidad del Estatuto de 

Desarrollo Rural por la omisión del deber 

estatal de consulta previa a comunidades 

indígenas y grupos étnicos que pueden 

resultar afectados. 

C-417 del 2009                                   Excepción de verdad frente a los delitos de 

injuria y calumnia. 

C-075 del 2007                                   Régimen patrimonial de parejas 

homosexuales y unión marital de hecho. 

C-355 del 2006                                   Despenalización de la práctica del aborto 

en tres circunstancias específicas. 

T-025 del 2004                                   Adopción de políticas públicas para la 

asistencia de mujeres desplazadas por la 

violencia. 

T-703 de 1998                                    Derecho al ambiente sano y conexidad con 

derechos fundamentales. 
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b) Víctimas /AFRODES 

 

En el desarrollo de la investigación se trabajó con el concepto de víctima contenido en el 

artículo 3 de la Ley 1448 de 2011, cuyo texto es el siguiente: “Se consideran víctimas, para 

los efectos de esta ley, aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un 

daño por hechos ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como consecuencia de 

infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas 

a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto 

armado interno…”, así mismo, con el concepto de víctimas contenido en el artículo 3º del 

Decreto 4635 de 2011, que incluye el componente étnico Afrocolombiano. 

 

AFRODES es la Asociación Nacional de Afrodescendientes Desplazados. En Colombia 

esta población “sintiendo que estaban condenados a la discriminación, la pobreza y el 

crimen, un grupo de hombres y mujeres que sufrían esta doble condición de ser 

afrocolombianos y desplazados, decidieron sumar esfuerzos para defender los derechos de 

esta población, buscando condiciones de “existencia digna” y a su vez exigir las 

condiciones necesarias para el retorno de la misma a sus territorios.  Con este objetivo 

nació, en 1.999, la Asociación de Afrodescendientes Desplazados – AFRODES-.  

 

c) Vivienda Digna 

 

La vivienda digna según la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Derechos Humanos en su Observación General No. 4 es aquella vivienda donde los ciudadanos o 

las familias pueden vivir con seguridad, paz y equidad.  La vivienda digna se inscribe en el derecho 

a la vivienda 

Se consultaron los tratados internacionales que consagran la vivienda digna como un derecho 

universal, la Constitución Política Colombia, la Sentencia T-409 de 2013, Corte Constitucional T 

885 de 2014 y otras. 
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     En resumen con este informe final se pretende dar conclusiones parciales a la investigación 

“Litigio Estratégico en la defensa del derecho a la vivienda de las víctimas del conflicto armado. 

Caso – AFRODES, Cartagena, la cual se abordó desde dos etapas de análisis: teórico y empírico.  

  

4. Marco Referencial 

 

      Desde el enfoque cualitativo de esta investigación y siendo de tipo socio jurídica y 

descriptiva, se realizó consulta de normas jurídicas, textos, artículos y la jurisprudencia 

relacionada con el tema.  Siguiendo la estructura de las dos etapas de análisis, se tiene que 

en primera instancia se consultaron textos que dan cuenta del aspecto teórico del litigio 

estratégico y la normatividad referente al tema de vivienda: 

 

Del concepto y tipologías de Litigio Estratégico: 

Según Coral Díaz, “et. al” (2010): 

Existen diferentes conceptos sobre litigio estratégico en Derechos Humanos los cuales 

constituyen una adaptación regional del concepto anglosajón impact litigation, la 

primera tipología que se propone en torno al concepto de litigio estratégico está basada 

en su objeto y herramientas jurídicas, desde esta perspectiva se pueden encontrar: 

1. Conceptos centrados en la defensa judicial de los derechos humanos y el interés 

público, conceptos centrados en el momento de intervención, en la primera 

categoría la mayoría de las definiciones asumen un eje de acuerdo al objeto, que 

puede ser el acceso a la justicia, interés público y defensa de derechos humanos, y 

otro eje referido al uso de herramientas judiciales. 

2. Conceptos centrados en los resultados de alto impacto en el litigio estratégico. En 

esta segunda categoría, la propuesta de los doctrinantes se refiere a: el objeto: la 

generación de cambios estructurales, y b) el uso de herramientas políticas, 

jurídicas, sociales, etc. “La tendencia actual en el movimiento de derechos 

humanos internacional es la generación no sólo de un litigio, sino de ‘litigio 
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estratégico’, principalmente en el ámbito nacional, como búsqueda y promoción de 

cambio social mediante la adopción, impulso, creación o modificación de políticas 

públicas en la materia”. 

3. Conceptos centrados en el momento de intervención. Una tercera tipología que se 

propone a partir de las experiencias concretas de litigio, especialmente en materia 

ambiental, tiene que ver con el momento en que se actúa para la defensa de los 

derechos humanos o el interés público. 

4. Conceptos centrados según los derechos humanos que se protegen.   Esta 

calificación implicará a futuro mayores desarrollos, pero en esencia se trata de 

involucrar el respeto a los grupos de especial protección constitucional y el respeto 

a la diferencia dentro de las estrategias de litigio. De esta forma, se encontrarán 

particularidades a defender cuando se aborde, por ejemplo, el litigio estratégico en 

defensa de las personas con discapacidad, los adultos mayores, los pueblos 

indígenas, las mujeres, etc. 

 

     La investigación tomó sustento dentro de la tipología mencionada en el aparte 1 ya que 

con la implementación del litigio armado se trabajó a favor de la defensa del derecho a una 

vivienda digna y además, se encuadró dentro de la tipología centrada según los derechos 

humanos que se protegen.  Este concepto se refiere a tener en cuenta el respeto a los grupos 

de especial protección constitucional, entre los cuales, sin duda, está incluida la comunidad 

Afrocolombiana.  

 

Estas tipologías dieron un sustento teórico a la aplicación del litigio estratégico en el caso 

particular que ocupó la investigación, ya que la comunidad población objeto tiene enfoque 

diferencial étnico, reconocido no sólo en la Constitución, sino en toda la normativa vigente 

sobre el tema.  

 

Se puede definir el Litigio Estratégico como: 

 

        (…) forma alternativa para enseñar y ejercer el derecho, consiste en la estrategia de 

seleccionar, analizar y poner en marcha el litigio de ciertos casos que permitan lograr 
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un efecto significativo en las políticas públicas, la legislación y la sociedad civil de 

un Estado o región.  

        Es un proceso de identificación, socialización, discusión y estructuración de 

problemáticas sociales, a partir de lo cual es factible promover casos concretos para 

alcanzar soluciones integrales de modo que sea posible lograr cambios sociales 

sustanciales.  (Correa, 2008. P.53) 

 

     Como lo define Correa, a partir de la práctica del litigio estratégico se genera un 

binomio entre la enseñanza y la práctica, ya que implementar este, implica romper el 

esquema del trabajo que se amolda a las formas preestablecidas, y exige del investigador, 

realizar un trabajo reflexivo que implica entre otras cosas, la selección, el análisis y la 

construcción de la estrategia que se vaya a utilizar, lo cual implica un compromiso por el 

efecto significativo que este puede  tener dentro de las políticas públicas.  La práctica del 

litigio estratégico implica un proceso de investigación. 

 

     Según Correa “Su origen se encuentra en el sistema de clínicas jurídicas de EE UU, que 

busca responder a la necesidad del ejercicio práctico del Derecho. En Colombia, este 

sistema no era tan novedoso, por la existencia de los consultorios jurídicos universitarios, 

razón por la cual las clínicas entraron a funcionar en colaboración con estos”. (2008) 

 

     En materia de vivienda el artículo 51 Constitucional reza “Todos los colombianos 

tienen derecho a vivienda digna”, estableciendo el goce de un derecho, que aunque no es 

de índole fundamental por sí mismo, lo es por conexidad con el de vida digna y mínimo 

vital, los cuales son derechos de primera generación y es compromiso del Estado social de 

derecho garantizar su disfrute.   Todo ciudadano del común tiene a su disposición las 

herramientas para accionar ante la jurisdicción a las entidades estatales para la protección 

de los derechos fundamentales mencionados, proporcionadas por el artículo 86 Superior, 

convirtiendo a la Carta Superior del 91 como un instrumento con un enfoque social 

supremo y con visos de ser el tesoro al final del arco iris que todos los colombianos 

esperamos encontrar. 
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     Entonces, como el Estado se encuentra en la obligación de crear situaciones que 

propicien el cumplimiento de este derecho, ya sea directamente o por intermedio de 

particulares, debe hacerlo fijando las condiciones necesarias para garantizar el derecho, 

promoviendo planes de vivienda de interés social. 

     Igualmente debe garantizar la materialización de derechos económicos, sociales y 

culturales, cumpliendo con acciones que efectivicen el derecho, como lo afirma la Corte 

Constitucional en sentencia T-409 de 2013, en cuanto a: 

a) La seguridad jurídica de la tenencia 

b) Disponibilidad de servicios materiales, facilidades e infraestructura. 

c) Gastos soportables 

d) Habitabilidad 

e) Asequibilidad 

f) Lugar y 

g) Adecuación cultural. 

     Igualmente la Corte presenta el concepto de vivienda digna como un lugar, propio o 

ajeno que le permita a la persona desarrollarse en unas mínimas condiciones de dignidad 

y en el cual pueda desarrollar su proyecto de vida. 

     Para que lo anterior se materialice, el Estado colombiano ha hecho enormes esfuerzos 

en el desarrollo de una legislación, que procure la estabilización social de las familias que 

sufren las secuelas del conflicto armado. 

     La senda normativa en materia de vivienda para las víctimas de desplazamiento forzado 

tiene su inicio tímidamente con la Ley 387 de 1997, con la que se dictan medidas para 

prevenir el desplazamiento forzado; la norma hace mención del acceso directo de los 

desplazados a programas de consolidación y estabilización socioeconómica en el artículo 

17, así como en el artículo 19, numeral 14 entrega la competencia del desarrollo de los 

programas necesarios al Instituto Nacional de Vivienda de Interés Social y Reforma 

Urbana (INURBE). 

     Para el año 2001 la presidencia expide el Decreto 951 de 2001 por medio del cual 

reglamenta la Ley 387 (1997) y la Ley 3 (1991) en lo referente al subsidio de vivienda para 



13 
 

la población en situación de desplazamiento, como aporte estatal en dinero o especie, 

otorgado por una sola vez al beneficiario, con el objeto de facilitarle una solución de 

vivienda de interés social, sin cargo de restitución, siempre que el beneficiario cumpla con 

las condiciones que se establecen en la Ley 3ª de 1991 y aquellas que la modifiquen o 

adicionen. 

     La Corte Constitucional interviene drásticamente mediante sentencia T-025 de 2004 

con una declaración de la existencia de cosas inconstitucional, por la precaria atención a 

las víctimas del conflicto armado y hace recomendaciones para ser aplicadas en diversas 

problemáticas, entre ellas la política de vivienda. Para el cumplimento de la sentencia la 

Corte ha venido realizando el seguimiento por medio de Autos, que va ajustando conforme 

se vayan cumpliendo las órdenes y recomendaciones. 

     El Decreto 170 de 2008 le adiciona la categoría de ‘atención prioritaria’ a las 

postulaciones para subsidio de vivienda de la población en situación de desplazamiento, 

adición que se hace necesaria por las situaciones de urgencia que viven las víctimas para 

tener un techo. 

     Para 2009, el Decreto 4911 expedido por el Ministerio del Interior y de Justicia señala 

a FONVIVIENDA como otorgante del Subsidio de Vivienda Familiar. 

El Auto de seguimiento 005 de 2009 proferido por la Corte Constitucional para la 

protección de los derechos fundamentales de la población afrodescendiente víctima de 

desplazamiento forzado, dictó órdenes al Gobierno Nacional con el fin de que los 

programas tuvieran en cuenta las particularidades del desplazamiento que padece la 

población afrocolombiana y que se adoptaran medidas particulares encaminadas a la 

protección efectiva de los derechos colectivos de estas comunidades. 

    La Ley de Víctimas (1448, 2011), junto con su Decreto reglamentario (4800, 2011) no 

avanzan mucho en materia de vivienda que se encuentra en cabeza de FONVIVIENDA y 

DPS, solo establece algunos mecanismos para los desplazados que puedan y deseen 

regresar a los sitios de origen con programas de retorno y reubicación. 

     Solo hasta el año 2012 con la expedición de la Ley 1537 con la que se promueve el 

desarrollo urbano y el acceso a la vivienda, fijando las competencias de las entidades 
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públicas y privadas que se articularían para el desarrollo de programas de Vivienda de 

Interés Social y Prioritario (VISP), se vislumbra una solución acorde a las necesidades de 

los millones de desplazados víctimas que carecen de recursos.  Esto porque hasta este 

momento los Subsidios de Vivienda Familiar, solo eran un aporte en dinero o especie para 

que el asignatario lo complementara con sus ingresos y lograra acceder a una vivienda, y 

en los pocos casos en que eso se logró, se trataba de viviendas con muchas falencias o en 

construcción que no brindaban las características de una vivienda digna. 

     Los Decretos reglamentarios de la ley mencionada (1921 de 2012, 2164 de 2013 y 2726 

de 2014) fijaron competencias y procedimientos clara y expresamente, siendo modificados 

año a año para hacer el procedimiento de asignación del Subsidio Familiar de Vivienda en 

Especie (SFVE) lo más transparente posible. 

    En materia de atención a población Afrodescendiente, población objeto de la 

investigación,  Adicionalmente el Ministerio del Interior expidió el Decreto 4635 (2013) 

por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de restitución 

de tierras a las víctimas pertenecientes a comunidades negras, afrocolombianas, raizales y 

palanqueras, con el objeto de reafirmar la diversidad étnica y darle un lugar preferente en 

los criterios de priorización a las minorías étnicas, como una forma de evaluación de 

igualdad entre iguales.  El Decreto 2726 (2014), modifica el Decreto 1921 (2012) en lo 

referente a la prioridad del enfoque étnico entre los criterios de ponderación, ubicando en 

el tercer orden del primer grupo poblacional, el componente especial de vulnerabilidad 

adicional para las minorías étnicas. Antes de la modificación, este orden se encontraba así: 

“Tercer orden de priorización: Hogares incorporados como desplazados en la base de datos 

del RUPD, que no hayan participado en ninguna convocatoria del Fondo Nacional de 

Vivienda dirigida a población desplazada”. 

 

     Es así que toda la producción normativa actual, implementada con la participación 

activa de los diferentes estamentos de la institucionalidad nacional, apunta al cumplimiento 

de las normas vigentes, ya que no existe ninguna libertad para que las entidades 

involucradas en la aplicación de la política de vivienda, violen los procedimientos 

establecidos para la asignación de un Subsidio Familiar de Vivienda en Especie (SFVE), 
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tanto así, que ni el Consejo de Estado, ni la misma Corte Constitucional en su prolija 

jurisprudencia, osan por ordenar la omisión de los lineamientos planteados en el 

procedimiento que regula el artículo 12 de la Ley 1537 de 2012, garantizando de esta forma 

el principio de la seguridad jurídica. 

 

El Decreto 2726 de 2014 favorece un cambio en los criterios de ponderación, ubicándolo 

en el Primer Grupo Poblacional, en el tercer orden de priorización.  

Para ser más claros en la descripción de los criterios de priorización, los dos primeros 

órdenes del primer grupo poblacional se componen de Víctimas de desplazamiento de la 

Red Unidos que tengan un subsidio asignado o calificado sin aplicar, lo que quiere decir 

que los dos primeros órdenes son ocupados por víctimas que se postularon en convocatoria 

del año 2007 y se les asignó un subsidio y que por una u otra razón no han hecho efectivo 

el subsidio y lo tienen pendiente para ser entregado. 

     Ahora bien, en el marco del análisis empírico se hizo un estudio minucioso a la  

Resolución 0310-2014 de CORVIVIENDA,  ya que al  seleccionar un grupo de 175 

familias para realizar un sorteo y asignar 108 SFVE a igual número de familias, aun cuando 

las 108 familias seleccionadas son igualmente víctimas del conflicto, se actúa contra la 

norma superior, pues la entidad distrital asume funciones que no le corresponden y 

desobedece el procedimiento establecido para la asignación de los SFVE para víctimas del 

conflicto. 

     De igual forma se consulta el fallo  de la Corte Constitucional, que en Sentencia de 

Tutela  T-885 de 2014, menciona los excesos de las entidades competentes del proceso de 

asignación del SFVE y dicta órdenes tendientes a mejorar el proceso, evitándole a las 

víctimas tener que presentar documentación constantemente para postularse, ya que afirma 

la Corte, si ya se presentó en una convocatoria anterior y cumplió los requisitos exigidos 

en su momento, no se entiende por qué razón debe repetir este procedimiento cuando la 

entidad ya tiene la información suficiente en sus archivos. 

Así pues las cosas, estando claramente definido por la Ley, el orden, las competencias y el 

procedimiento para la asignación de un Subsidio Familiar de Vivienda en Especie (SFVE), 
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cualquier actuación en contra o desconociendo lo preceptuado, se constituye en una 

vulneración a los derechos fundamentales de la población víctima del conflicto armado. 

 

5. Metodología 

     La investigación se realizó con una metodología desde la investigación aplicada, con 

un modelo de Investigación Acción Participativa, por lo que se fundamentó en la 

identificación de necesidades del colectivo de usuarios del Consultorio Jurídico de 

Derechos Humanos y Desplazamiento Forzado de la Universidad de Cartagena, 

específicamente, la comunidad AFRODES, Cartagena.   

     Siguiendo esta metodología durante la investigación se utilizaron fuentes primarias y 

secundarias. 

a) Fuentes primarias 

     Se recolectaron 79 derechos de petición de igual número de familias, los cuales se 

radicaron  ante el Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio, solicitando se les 

programara a una vivienda por el derecho que tienen por la calidad de víctimas 

Afrodescendientes.  Solo se recibieron 9 respuestas, todas negativas, contienen la ruta 

que deben seguir según la Ley 1537 de 2012.  

     Se revisaron los derechos de petición que habían sido enviados al Ministerio de 

Vivienda, y se hicieron varias observaciones (Anexo B).  Se concluyó que se debía 

recolectar información actualizada y complementaria para poder adelantar cualquier 

proceso de defensa de derechos.  

Se coordinó una jornada de recolección de información.  

Se realizó una jornada de capacitación para estudiantes de la comunidad Afro quienes iban 

a participar como encuestadores. 

Se realizó la jornada de recolección de la información 

Se hizo reunión de evaluación de la actividad. 
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Se hizo la tabulación de la información de donde resaltamos algunos datos: 

Los sujetos de especial protección tomados para la acción fueron: 96 de familias 

Afrodescendientes,  73 mujeres como cabeza de hogar, 42 familias con menores  de edad, 

6 adultos mayores, 7 con integrantes en condición de discapacidad, 23 familias se 

desintegraron a causa del conflicto. 

 

Tabla #2 

 

 

 

 

 

 

 

CANTIDAD 

PETICIONES 

RADICADAS 

CANTIDAD 

PETICIONES 

RESPONDIDAS 

 

RESPUESTA DE ENTIDADES COMPETENTES 

73 9 

El DPS y FONVIVIENDA se turnan constantemente para responder 

a las víctimas que la única forma de acceder a un SFVE, es con la 

postulación en cumplimiento con lo reglamentado por los Decretos 

1921 (2012), 2164 (2013) y 2726 (2014) 

 

Corresponde a 

un 76% de 

familias que 

radicaron 

peticiones 

 

 

Solo han 

contestado al 9% 

de las peticiones 

Se puede inferir una negligencia por parte de las entidades en el 

manejo de la política pública en materia de vivienda, así como con 

la obligación de responder a las solicitudes respetuosas que haga el 

ciudadano 
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Gráfica No. 1 

 

 

 

b)  Fuentes secundarias 

     Esta investigación es también de tipo documental con un enfoque analítico-descriptivo, 

en consecuencia se estudió toda la normativa sobre litigio estratégico y el marco normativo 

sobre el tema de vivienda y las normas que protegen a los Afrodescendientes. 

     Se realizó un análisis de la Resolución 0310-2014 expedida por CORVIVIENDA, 

haciendo luego una comparación con la normativa vigente en el tema del acceso al 

programa de viviendas gratuitas, dando como resultado que la entidad había incurrido en 

violación normativa.  En consecuencia se decidió presentar una Acción de Nulidad contra 

este acto administrativo, con el objetivo que al quedar sin efecto el mismo, las familias 

integrantes de AFRODES tengan la posibilidad de postularse para acceder a una vivienda.  

 

 

Condición adicional de vulnerabilidad

Mujeres cabeza defamilia Menores de edad Discapacitados Afrodescendiente
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6. Resultados e impacto 

  Al presentarse situaciones en que son las mismas entidades públicas las causantes de 

imponer trabas y barreras para que las víctimas accedan a través del procedimiento 

administrativo de asignación del SFVE, o la de ‘acomodar’ un procedimiento 

‘excepcional’, independiente de la normativa vigente, se hace necesario actuar en defensa 

de la seguridad jurídica del Estado y en defensa de la población que se encuentra en 

situación de vulnerabilidad adicional, con acciones que sean de alto impacto, como se 

menciona en el primer capítulo, beneficiando a colectivos amenazados o vulnerados por 

acciones u omisiones de las entidades estatales. 

     En desarrollo de la investigación, después de un proceso de evaluación de los pobres 

resultados obtenidos con acciones individuales en el Consultorio Jurídico de Derecho y 

Desplazamiento, se opta por analizar el tipo de acción jurídica pertinente en los casos de 

grupos afectados por actuaciones administrativas. 

     La Constitución nos brinda las primeras opciones de acciones colectivas: artículo 88 

con las acciones popular y de grupo, que fueron reglamentadas por la Ley 472 de 1998. 

Las acciones populares se encuentran reguladas para la protección de los derechos 

colectivos relacionados en la Ley; las acciones de grupo se predican para la protección de 

derechos vulnerados que hayan causado un perjuicio a un número plural de personas y se 

busque la indemnización por el mismo. 

     Después de analizadas las acciones constitucionales, se puede comprobar que la acción 

a ser utilizada por un grupo como el objeto de la investigación es la acción popular, para 

proteger los derechos colectivos de la moralidad administrativa, pero antes de iniciar una 

acción como esta, se debe abonar el camino para gestionar un buen litigio, de tal forma 

que se presenten los argumentos propios, idóneos, congruentes, conducentes y 

concluyentes para el beneficio del grupo accionante. 

     El abonar el camino es hacer las condiciones lo más favorable posible para el grupo, ya 

que en la acción, como en cualquier litigio, se tiene la mitad de probabilidades de obtener 

éxito, por lo que abonar las condiciones es muy importante para inclinar un poco más la 

balanza en favor del grupo vulnerable. 
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     Pero la inclinación de la balanza no obedece a ningún tipo de treta o injusticia, sino a 

la argumentación jurídica sustentada en la norma, con un análisis desde la motivación o 

exposición de motivos que entrañe la esencia misma del espíritu del legislador, así como 

las más profundas consideraciones de los magistrados que imparten justicia y velan por la 

seguridad jurídica del Estado. 

     En ese ejercicio de análisis nos encontramos con irregularidades en la expedición de la 

Resolución 0310-2014 expedida por el Fondo de Vivienda de Interés Social y Reforma 

Urbana Distrital (CORVIVIENDA), con el que seleccionó y asignó 108 SFVE a 108 

familias víctimas del conflicto armado en un procedimiento excepcional, según la misma 

resolución, atendiendo a las condiciones de vulnerabilidad adicional de los beneficiarios. 

     Como investigadores, estudiantes de la Facultad de Derecho de la Universidad de 

Cartagena no puede dejarse pasar por alto el compromiso social y la ética profesional 

cuando se encuentren situaciones de vulneración a la seguridad jurídica del Estado, pues 

esta seguridad es la garantía de extinguir situaciones en las que algunos funcionarios, bien 

sea voluntaria o involuntariamente, transgreden el ordenamiento jurídico al realizar 

actuaciones como es el caso de la Resolución que se trae a colación.  

      Haciendo pues un análisis jurídico de la normativa competente en materia de vivienda 

de interés prioritario, ya que estas fueron las soluciones de vivienda ofertadas por el ente 

administrativo distrital, se encontró que existían serias faltas a la norma superior en cuanto 

al proceso de selección y asignación del SFVE, regulado expresamente por el artículo 12 

de la Ley 1537 de 2012 y sus Decretos reglamentarios. 

     En este caso, la autoridad distrital dispone en el acto jurídico el carácter de General, por 

lo que no es susceptible de recursos, sin embargo el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), brinda las herramientas 

para el cuestionamiento de este tipo de actos administrativos con los medios de control, 

los cuales se encuentran desde el artículo 135 hasta el artículo 148, encontrando en el 137 

el medio de control idóneo para cuestionar la decisión distrital, el cual es el de Nulidad. 

Para la interposición de la acción de nulidad de un acto administrativo, se deben reunir los 

requisitos establecidos en el mismo artículo como son la procedencia cuando hayan sido 
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expedidos con infracción de las normas en que deberían fundarse, o sin competencia, o en 

forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante 

falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias de quien los profirió. 

 

 

     De los requisitos de procedencia enunciados por el artículo 137 del CPACA, la 

Resolución 0310-2014 de CORVIVIENDA no incurre solo en dos que son; o con 

desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, por lo 

demás, el acto adolece de violación a las normas en debería fundarse, porque las normas 

en materia de vivienda para población desplazada establecen claramente que no puede 

surtirse por otra entidad que no sea la expresamente señalada por la ley, por esto mismo, 

CORVIVIENDA es una entidad sin competencia para realizar un sorteo  para la entrega 

de viviendas de interés prioritario ya que la Ley determina que la única entidad que tiene 

competencia para eso es el DPS, esto hace que la expedición del acto administrativo se 

encuentre rodeado de irregularidad, para llegar por último a la desviación de las 

atribuciones propias de quien lo profirió, pues CORVIVIENDA no encuentra entre sus 

funciones la de intervenir directamente en la política de vivienda. 

 

     La construcción de la acción de nulidad para ser presentada ante el juzgado 

administrativo conlleva en su elaboración cuatro partes que se deben estructurar 

cuidadosamente, pues de allí depende el éxito de la gestión. Las cuatro partes son 

a) Hechos: La construcción de los hechos y la presentación al Juez de lo 

relevante, en forma ordenada, clara, precisa y concisa, brinda al operador 

de justicia una visión objetiva y concreta de lo que acontece. 

b) Fundamentos de derecho: La normativa debe ser consultada y analizada 

cuidadosamente para tratar de aportar al sentido del fallo que debe plasmar 

el Juez. 

c) Pretensiones: Claras plausibles y posibles de acuerdo con la realidad de lo 

que se necesita 

d) Pruebas: Organizadas en orden cronológico o de necesidad procesal para 

un acceso congruente, oportuno, cierto y pertinente, que le brinde al Juez 
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la claridad y la seguridad y lo lleve a la convicción más allá de cualquier 

duda razonable. 

 

     Ahora bien, que cualquier acción presentada ante la jurisdicción pasa por la experiencia, 

sana crítica y buen juicio del operador de justicia para emitir un fallo objetivo, por lo que 

el éxito de la gestión no tiene una relación directamente proporcional con el éxito del 

proceso.  

 

     Para consolidar las partes de la demanda de nulidad se hizo necesario dar lectura a fallos 

del máximo ente de la jurisdicción administrativa, esto es el Consejo de Estado, para 

reafirmar los argumentos que se expresaron en la acción interpuesta y no pecar de falta de 

información referente al curso del proceso o trámite procesal. 

 

     Igualmente, en el acopio de pruebas que se anexaron en la acción, fue necesario surtir 

el trámite gubernativo con la solicitud de documentación necesaria que sustentaban 

algunos hechos, lo que hace que el procedimiento para iniciar la acción sea un poco más 

tedioso y demorado. Una vez estructurada la demanda, acopiados los documentos de 

prueba y aclaradas las pretensiones, el paso siguiente es superar las trabas burocráticas en 

la radicación de la demanda ante la jurisdicción administrativa, trabas que van desde un 

obsoleta conocimiento de los medios de control, porque aún preguntan si la demanda es de 

nulidad ‘simple’ o con restablecimiento del derecho y con la intención de devolverla 

porque no va especificado que tipo de nulidad es. 

Superados estos escollos, la demanda surte el curso ante la jurisdicción administrativa con 

los términos dispuestos en los artículos 199 y 200 del CPACA. 

 

Aplicando la segunda parte del informe de investigación, que hace referencia a la parte 

empírica del proceso investigativo, esta investigación presenta dos resultados concretos y 

uno abstracto. El primer resultado concreto es la copia de la ponencia sustentada durante 

el IX Nodo Caribe que se llevó a cabo entre las universidades de Cartagena y Rafael Núñez 

durante los días 1, 2 y 3 de junio de la presente anualidad, con la que se obtuvo un resultado 
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sobresaliente y la invitación a participar del Nodo Nacional a desarrollarse en la ciudad de 

Medellín durante los días 21, 22 y 23 de octubre de 2015. 

a) Ponencia 

LITIGIO ESTRATEGICO PARA EL DERECHO A UNA VIVIENDA DIGNA.  

HERRAMIENTA DE CONSTRUCCION DE PAZ 1 

 

AUTORES: ANGÉLICA NAVARRO MONTERROZA2 

                     JOSEFINA QUINTERO LYONS3 

          MARIA CASTILLA MELENDEZ4 

                     EDWIN MEDINA BARACALDO5 

 

 

Resumen 

Las víctimas durante el conflicto fueron las protagonistas de las más inverosímiles historias 

de dolor, pérdidas, desarraigo, afectación emocional, desintegración familiar, entre otras 

incontadas afectaciones que vienen siendo demandadas desde diferentes escenarios 

jurídicos y sociales. 

                                                           
1 Aproximación al concepto de Litigio Estratégico. Inicio septiembre de 2014 
2Abogada. Candidata a Magister en Defensa de los Derechos Humanos y El Derecho Internacional 
Humanitario –USTA-. Coordinadora del Consultorio Jurídico de DDHH y Desplazamiento Forzado de la 
Universidad de Cartagena. Docente - Investigadora del Grupo de Derecho del Trabajo y Seguridad Social, 
Línea de Derechos Humanos, Justicia Transicional y Atención a Víctimas, líder del Semillero: Mujer 
Desplazada y Conflicto Armado. anavarro@unicartagena.edu.co. Investigadora Principal. 
3 Abogada. Doctora en Mercado y Derecho. Docente – Investigadora. Directora del Grupo Derecho del 
Trabajo y Seguridad Social. Investigadora Principal. 
4Trabajadora Social. Investigadora del Grupo de Derecho del Trabajo y Seguridad Social, Línea de Derechos 
Humanos, Justicia Transicional y Atención a Víctimas, Semillero de Mujer Desplazada y Conflicto Armado, 
Universidad de Cartagena, estudiante asistente de investigación, Décimo Semestre de Derecho, 
castimar2001@yahoo.com.mx. 
5 Investigador del Grupo de Derecho del Trabajo y Seguridad Social, Línea de Derechos Humanos, Justicia 
Transicional y Atención a Víctimas semillero de Mujer Desplazada y Conflicto Armado, Universidad de 
Cartagena, estudiante asistente de investigación, Décimo Semestre de Derecho, edromeba@yahoo.es. 
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Desde las organizaciones sociales se han utilizado diferentes vías jurídicas para la solución 

de problemáticas, muy recientemente se han documentado experiencias positivas desde el 

denominado litigio estratégico. 

Con el Litigio Estratégico se puede lograr la solución de problemáticas que afecten a la 

comunidad, al colectivo. Con el Litigio Estratégico, se posibilita el reconocimiento y la 

garantía de los derechos de las víctimas,  

Que las victimas gocen de manera efectiva de sus derechos es una de las demandas latentes 

dentro del actual contexto de justicia transicional, la construcción de una Paz estable y 

duradera parte sin duda del restablecimiento de los derechos de los afectados durante el 

conflicto, esto es, las victimas. 

Uno de tales derechos sin satisfacer es el derecho a la vivienda, a las victimas las siguen 

ubicando en los extra muros de la urbe, en zonas de alto riesgo, la paz debe apostarle a 

nuevas formas de hacer sociedad.   

 

Palabras clave: Litigio Estratégico, Víctimas, Derecho, Afrodescendiente, Paz. 

 

Abstract. 

 

Victims of forced displacement in Colombia has starred the most unbelievable pain, loss, 

estrangement, emotional impact and family breakup stories, among other kinds, and it 

cannot be ignored. That is why as a task to this investigation team, it has been consolidating 

some community legal intervention Works, using Strategical Litigation as a tool to build 

peace.   

The team has been working with a community of displaced people and afro-descendants 

whose rights to equality and to have decent housing were violated, when the process of 

selecting potential targets for primary housing solutions was irregularly managed. 
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Is Strategical litigation a tool to reach right recognition and warranties for the victims, 

because building sustainable peace is impossible without reestablishing rights affected 

during conflict.  

 

Key Words:   Strategical Litigation, Victims, Rights, afrodescendents, Peace. 

 

Introducción 

El Estado Colombiano reconoce la necesidad de hacer efectiva la reparación y el 

restablecimiento de los derechos de las víctimas del conflicto, por lo que dentro de la 

estructura del Proceso de Paz, la reparación de las víctimas, es uno de los 10 principios 

establecidos para la discusión del punto 5 de la agenda: “Victimas” Oficina del Alto 

Comisionado para la Paz (Junio, 2014.  pp. 11,12) 

Las víctimas tienen derecho a ser resarcidas por los daños que sufrieron a causa del 

conflicto. Restablecer los derechos de las víctimas y transformar sus condiciones de 

vida en el marco del fin del conflicto es parte fundamental de la construcción de la paz 

estable y duradera.   

Muy a pesar de ese discurso, las víctimas siguen demandando, no sólo el pleno 

reconocimiento de sus derechos, sino, la garantía y materialización de los mismos, lo cual 

no han podido lograr por medio de las diversas vías de acción que están plasmadas en el 

marco normativo colombiano, tales como el litigio individual.   

Dada la anterior situación, se han utilizado otras estrategias de defensa de derechos, entre 

ellas, interposición masiva de acciones de tutela, acciones colectivas, así como los 

informes que se han realizado a la Corte Constitucional en virtud de los cuales se han 

emitido diversas sentencias que han coadyuvado a solucionar las problemáticas de las 

víctimas, entre ellas la T 025 del 2004, que declaró un estado de cosas Inconstitucionales; 

lo anterior ha sido valioso pero no suficiente, por lo que se hace necesaria la búsqueda de 

otras herramientas que permitan también la exigibilidad de los derechos de las víctimas, 

de manera masiva, y una de ellas es el Litigio Estratégico.   
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Desde este avance de investigación, damos cuenta de la figura del litigio estratégico, 

características del mismo y su aplicación para un caso en concreto, por ende este informe 

se divide en dos etapas, un análisis teórico y uno empírico; desde lo teórico analizamos el 

concepto de Litigio Estratégico, procedimiento del mismo y algunos procesos exitosos que 

se han adelantado con esta herramienta. El análisis empírico se realizó desde el 

acercamiento que se tuvo con un grupo de familias víctimas del desplazamiento y 

afrodescendientes, con las cuales se decidió utilizar la herramienta.  

 

Justificación 

 

La Política de Atención y Reparación a las Víctimas del conflicto armado en Colombia, 

posee diversas problemáticas que van desde las fallas en la Política Pública actual, hasta 

el poco acceso que tienen las victimas a instrumentos jurídicos apropiados y efectivos ́ para 

la materialización de sus derechos. 

Frente a esta realidad el Litigio Estratégico toma importancia, ya que su implementación 

es una forma de impactar esa Política Pública, un tanto distante de su población objeto, y 

permite la solución de problemas sociales de tipo estructural, impactando desde una 

gestión de grupo.  El Litigio individual, no ha sido suficientemente efectivo para que a las 

víctimas se les proteja y respeten sus derechos.  Por el contrario, las acciones 

administrativas y judiciales interpuestas ante los entes competentes para garantizar sus 

derechos, son una verdadera batalla que deben enfrentar las víctimas día a día. 

Desde la Academia y a través de nuevas prácticas jurídicas podemos impactar la realidad 

social que viven las víctimas del conflicto, por lo que adicionalmente se asume este 

proyecto de investigación, apostándole a una formación profesional con enfoque 

transformador, que permita convocar a la mayor cantidad de actores para que coadyuven 

decididamente, en la Construcción de la Paz, el imaginario más cercano y necesario que 

tiene nuestro país. 

Sin duda, que un elemento transcendental hacia el logro de la paz, se sustenta en el hecho 

de que las personas que han sido expulsadas de sus territorios, que han perdido lo que 
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construyeron con mucho esfuerzo, puedan reestablecer sus vidas. Como ciudadanos y más 

como abogados estamos llamados a aportar en la solución de las problemáticas que 

impiden la paz históricamente anhelada. 

Por lo que una vez abordada la fase teórica del Litigio Estratégico, se consideró pertinente 

utilizarlo para coadyuvar a solucionar la problemática de un grupo de 96 familias  

desplazadas con enfoque diferencial étnico, por pertenecer a una comunidad 

afrodescendiente, a quienes de manera reiterativa se les excluye del derecho a acceder a 

una vivienda digna. 

 

Metodología 

 

Este tipo de proyectos implica abordar una metodología desde la investigación aplicada. 

Citando a Coral-Díaz, Londoño-Toro, Muñoz- Avila (2010) 

“La expresión Investigación Aplicada hace referencia, en general, a aquel tipo de estudios 

científicos orientados a resolver problemas de la vida cotidiana o a controlar situaciones 

prácticas”. (2010) 

      Desde el enfoque cualitativo y con los instrumentos propios del mismo tales como 

entrevistas cerradas y grupos focales realizados con los integrantes de la Asociación de 

Afrodescendientes y Desplazados, AFRODES, se recogió la información necesaria para el 

desarrollo del trabajo. Con estas fuentes primarias se nos permitió construir apreciaciones 

conceptuales sobre el tema que gozan de alta precisión o fidelidad con la realidad. También 

se consultaron fuentes secundarias, tales como trabajos escritos y otras investigaciones 

relacionadas con la temática. 

Adicionalmente, se encuadró el proyecto en una investigación socio jurídica en tanto que 

buscó resolver una situación normativa de acceso a derechos, desde el análisis del contexto 

social. 

Con la realización del ejercicio del litigio, nos acercamos finalmente al modelo de 

Investigación Acción Participativa (IAP), la cual según Vargas (2009), “(…) se 
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fundamenta en identificar necesidades propias de un colectivo, con fines claros de que se 

analicen críticamente, para que las personas entiendan sus causas y encuentren las 

acciones necesarias para superarlas.” 

 

AVANCES, RESULTADOS, DISCUSION. 

Del concepto y tipologías de Litigio Estratégico: 

Según Coral Diaz, et. Al (2010): 

Existen diferentes conceptos sobre litigio estratégico en Derechos Humanos, los 

cuales constituyen una adaptación regional del concepto anglosajón impact litigation, 

la primera tipología que se propone en torno al concepto de litigio estratégico está 

basada en su objeto y herramientas jurídicas, desde esta perspectiva se pueden 

encontrar: 

7. Conceptos centrados en la defensa judicial de los derechos humanos y el interés 

público, conceptos centrados en el momento de intervención, en la primera 

categoría la mayoría de las definiciones asumen un eje de acuerdo al objeto, que 

puede ser el acceso a la justicia, interés público y defensa de derechos humanos, y 

otro eje referido al uso de herramientas judiciales. 

8. Conceptos centrados en los resultados de alto impacto en el litigio estratégico. En 

esta segunda categoría, la propuesta de los doctrinantes se refiere a: el objeto: la 

generación de cambios estructurales, y b) el uso de herramientas políticas, 

jurídicas, sociales, etc. “La tendencia actual en el movimiento de derechos 

humanos internacional es la generación no sólo de un litigio, sino de ‘litigio 

estratégico’, principalmente en el ámbito nacional, como búsqueda y promoción de 

cambio social mediante la adopción, impulso, creación o modificación de políticas 

públicas en la materia”. 

9. Conceptos centrados en el momento de intervención. Una tercera tipología que se 

propone a partir de las experiencias concretas de litigio, especialmente en materia 

ambiental, tiene que ver con el momento en que se actúa para la defensa de los 

derechos humanos o el interés público. 
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10. Conceptos centrados según los derechos humanos que se protegen.   Esta 

calificación implicará a futuro mayores desarrollos, pero en esencia se trata de 

involucrar el respeto a los grupos de especial protección constitucional y el respeto 

a la diferencia dentro de las estrategias de litigio. De esta forma, se encontrarán 

particularidades a defender cuando se aborde, por ejemplo, el litigio estratégico en 

defensa de las personas con discapacidad, los adultos mayores, los pueblos 

indígenas, las mujeres, etc. 

Se puede definir el Litigio Estratégico como: 

 

        (…) forma alternativa para enseñar y ejercer el derecho, consiste en la estrategia de 

seleccionar, analizar y poner en marcha el litigio de ciertos casos que permitan lograr 

un efecto significativo en las políticas públicas, la legislación y la sociedad civil de 

un Estado o región.  

        Es un proceso de identificación, socialización, discusión y estructuración de 

problemáticas sociales, a partir de lo cual es factible promover casos concretos para 

alcanzar soluciones integrales de modo que sea posible lograr cambios sociales 

sustanciales.  (Correa, 2008. P.53) 

 

Ahora bien, el Litigio Estratégico es una herramienta que han utilizado víctimas, 

Organizaciones de la Sociedad Civil, ciertos órganos del Estado para la protección de 

derechos humanos, a través del uso de los sistemas judiciales y mecanismos 

internacionales de protección, ejercicio éste, que ha dado resultados exitosos como el 

Proyecto LAICIA para la defensa de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres, 

cuyo objetivo era lograr la despenalización del aborto en Colombia.   Se logró que la Corte 

Constitucional se pronunciara sobre el tema, modificando de alguna manera el precedente 

Jurisprudencial que había hasta ese momento.  

Otro ejemplo muy notorio, ha sido el tema de la Violencia intrafamiliar, bandera de muchas 

organizaciones de mujeres, que utilizando el Litigio Estratégico, lograron promover un 

cambio normativo para intervenir en la problemática, lo cual se vio concretado en la 

expedición de las leyes 294 de 1996 y 575 del 2000. 
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La Sentencia T 025 de 2004, marca un hito en Colombia, ya que como resultado de una 

gestión colectiva en la defensa de los derechos de las víctimas, se logró el pronunciamiento 

de la Corte Constitucional, declarando un estado de cosas Inconstitucionales, paso decisivo 

para la garantía y el respeto a las víctimas. 

El Litigio estratégico y la defensa del derecho a la vivienda para la construcción de la paz. 

Los sujetos de especial protección tomados para la acción fueron: 89 grupos de familias 

Afrodescendientes,  73 mujeres como cabeza de hogar, 42 familias con menores  de edad, 

6 adultos mayores, 5 con integrantes en condición de discapacidad.  La Organización de 

base que los agrupa se denomina AFRODES, con ellos se crearon varios espacios que 

permitieron en primera instancia conocer su existencia como grupo, su problemática, las 

gestiones que habían realizado ante las entidades, los obstáculos que les impedían el goce 

del derecho a una vivienda, las diferentes respuestas negativas, evasivas e indiferentes de 

las entidades responsables de la aplicación de la Política de Vivienda para las víctimas, 

como las del aparato judicial, que se limitaron a un pronunciamiento tímido ante las 

peticiones realizadas por la organización.  

De tales espacios se concluyó que la Problemática padecida es que los familiares están 

desintegrados como consecuencia del desplazamiento y no hay condiciones económicas 

para acceder a una vivienda apta para el número de integrantes.   

Ahora bien, las bases del sustento jurídico para la realización del litigio se toman desde el 

enfoque diferencial con el que se concibe la Política de Atención a las víctimas, ya que la 

ley 1448 del 2011 contiene disposiciones especiales para el caso de las minorías étnicas. 

De igual forma, en la implementación de las medidas de garantía de derecho a las víctimas, 

se plantea la responsabilidad de las entidades del Sistema Nacional de Atención a 

Víctimas, así como la importancia de tener en cuenta los diferentes criterios de 

ponderación establecidos desde la Jurisprudencia de la Corte Constitucional. 

Una prueba muy importante que logramos construir desde la dinámica de un trabajo 

participativo con este grupo de víctimas, fue la Resolución 310 – 2014 del 26 de diciembre 

de 2014, emitida por la Gerente del FONDO DE VIVIENDA DE INTERES SOCIAL Y 

REFORMA URBANA DISTRITAL “CORVIVIENDA”, en la ciudad de Cartagena, quien 
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a través de este acto administrativo, asignó mediante un procedimiento excepcional, 108 

soluciones de viviendas, a igual número de familias, seleccionadas de un listado de 175, 

concertado de manera directa por la Mesa de víctimas, la Unidad de Víctimas de 

Cartagena, y la misma entidad distrital. 

A partir del conocimiento de este acto administrativo, se realizó un exhaustivo estudio y 

análisis de la Ruta de acceso al derecho de la vivienda.  Se hizo un estudio y análisis 

comparativo de cada una de las respuestas a los derechos de petición y fallos de Tutela de 

las víctimas a: del Fondo Nacional de Vivienda, FONVIVIENDA, del Departamento 

Nacional para la Prosperidad Social, DPS, de las Cajas de Compensación Familiar, del 

Fondo de Vivienda Distrital, CORVIVIENDA, de la Unidad de Víctimas, UARIV.   

Derecho a la vivienda desde la política pública. 

Ruta jurídica de acceso al derecho a la vivienda para víctimas del conflicto armado 

Gráfica # 1 

 

La gráfica # 1 nos acerca a visibilizar todo el proceso que debe seguir una víctima en su 

búsqueda de acceder al derecho a una vivienda, parece una ruta sencilla de transitar, sin 

embargo, cada etapa dentro del recorrido, tiene otras subrutas, las cuales se vuelven aún 
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más complejas cuando cada entidad tiene una forma particular de interpretarla, hasta el 

punto de que las victimas demandantes del derecho la han considerado un verdadero 

laberinto. 

El acceso al Subsidio Familiar de Vivienda se encuentra regulado por la Ley 1537 de 2012 

y los Decretos reglamentarios 1921 de 2012 y 2164 de 2013, los cuales establecen el 

procedimiento y las competencias de las entidades encargadas. 

     El proceso inicia con el reporte que emite el Fondo Nacional de Vivienda-

FONVIVIENDA del proyecto de soluciones de vivienda en el que se indican el municipio 

y departamento en el que se desarrolla, el número de viviendas a construir y los porcentajes 

de composición poblacional (artículo 5, Decreto 1021 de 2012), remitido al Departamento 

de Prosperidad Social- DPS; a su vez, esta entidad, con base en esta información, elabora 

el listado de potenciales beneficiarios, partiendo de las bases de datos de la Red para la 

Superación de la Pobreza Extrema Unidos- RED UNIDOS, SISBEN III y el Registro único 

de Víctimas-RUV de la Unidad de Víctimas. 

Este listado debe acumular el 150% de posibles beneficiarios frente al número de 

soluciones de vivienda propuestas por FONVIVIENDA, a quien le envían ese listado para 

ser verificado nuevamente por esta entidad, quien aplica otra serie de requisitos, como no 

ser propietario de otra vivienda, no haber sido beneficiario de un subsidio de vivienda 

anterior, la identificación de los integrantes del núcleo familiar del postulante o la 

postulación de un solo jefe de hogar por cada núcleo familiar postulado. Una vez realizada 

esta verificación, se envía nuevamente al DPS, para definir los criterios de priorización del 

grupo poblacional de acuerdo a la convocatoria hecha por FONVIVIENDA y asignar los 

beneficiarios de acuerdo al número de postulantes que se encuentren después de las 

depuraciones hechas, de tal forma que si el número de postulantes es menor a la oferta de 

soluciones de vivienda, se asignan directamente, o si el número de postulantes es mayor a 

la oferta de soluciones de vivienda se realiza un sorteo entre ellos para definir los 

beneficiarios finales; esto lo informa el DPS mediante resolución que recibe 

FONVIVIENDA y asigna las soluciones de vivienda mediante acto administrativo 

motivado por la anterior resolución. 
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Ahora bien, la resolución del Fondo de Vivienda Distrital, No. 310 – 2014 asignó las 108 

soluciones de vivienda mediante listados enviados desde: 

“2. Familias identificadas en la mesa de participación de víctimas (…)” 

“3. Familias que hayan sido indemnizadas o vayan a indemnizar (…)” 

“4. Familias reseñadas en Corvivienda entre 2008 y 2014 (…)” 

Lo cual contraviene la ruta de acceso al derecho a la vivienda. 

Para contrarrestar la violación a tal derecho se construyó una acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho para dejar sin efectos la resolución en mención contraria a 

derecho. 

Conclusiones  

El Litigio Estratégico es una herramienta que permite frenar la vulneración de los derechos 

de las víctimas en Colombia.   

Todavía falta mucho esfuerzo y decisión de los operadores del Sistema de Atención a 

víctimas, para que sean los facilitadores de los procesos hacia el restablecimiento de los 

derechos de esta población.   

La comunidad Afro en Colombia, requiere que se le reconozca su condición diferencial en 

las Políticas Públicas, para que no se sigan vulnerando sus derechos.  Esta población étnica 

exige que se reconozcan sus particularidades, para que se les dé un trato acorde a las 

mismas.  Las víctimas deben ser tratadas sin ningún tipo de discriminación. El principio 

de igualdad debe ser transversal en la implementación de la Política Pública.  

La Política Pública de Vivienda responde al principio Constitucional 51 que reza “Todos 

los colombianos tienen derecho a vivienda digna”, estableciendo el goce de un derecho, 

que aunque no es de índole fundamental por sí mismo, lo es por conexidad con el de vida 

digna y mínimo vital, los cuales son derechos de primera generación y es compromiso del 

Estado social de derecho garantizar su disfrute. 

La vivienda está considerada como un componente dentro de la estabilización económica 

de las víctimas, y es reconocida por los entes internacionales como un derecho de las 
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personas, ante lo cual los Estados deben realizar su mayor esfuerzo para que se efectivice.

  La falta de una vivienda digna, se convierte un factor de vulneración adicional a la 

condición de precariedad económica que poseen las víctimas.    

    

Es importante el aporte de la academia, que se siga en la tarea de aportar nuevas formas de 

saber y hacer, que generen verdaderos cambios estructurales.  Es pertinente darse a la tarea 

de asumir el desafío de explorar nuevos paradigmas hacia la construcción de un verdadero 

Estado de Derecho incluyente, donde los profesionales realicen un ejercicio jurídico más 

humanístico, más allá de un ejercicio procesal de aplicar la norma.   

El conflicto en Colombia sigue siendo una realidad, sin embargo, este escenario más que 

una preocupación, es una oportunidad para que de manera decidida, todos los estamentos 

sociales y gubernamentales, unan esfuerzos para la construcción de la paz.  La paz, no se 

logra con las letras, la paz se construye cuando exploramos nuevas formas de intervención 

jurídica y social, para alcanzar cambios estructurales.  Es dable reiterar que el pleno 

reconocimiento de los derechos de las víctimas debe ser un histórico paso para la 

construcción de la paz,  
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El segundo resultado concreto es la interposición, ante la jurisdicción contencioso 

administrativa de la acción de nulidad de la Resolución 0310-2014 expedida por 

CORVIVIENDA el 26 de diciembre de 2014, adjuntando la respectiva copia de la acción 

judicial al presente informe. 

Esta acción se radicó durante el mes de octubre de 2014 en los juzgados administrativos 

del Circuito Judicial de Cartagena en donde se surte el reparto respectivo para asignar 

finalmente al juzgado que corresponda. 

Cabe aclarar que este es un resultado parcial, pues se debe esperar el curso de la acción 

para proporcionar un resultado definitivo. 

Señor 

JUEZ ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGENA (REPARTO) 

E. S. D  

 

___________________________________________                                                                                      

 

REFERENCIA:      ACCIÓN DE NULIDAD 

ACCIONANTES:   EDWIN RODRIGO MEDINA BARACALDO Y MARÍA DEL 

CARMEN CASTILLA                 MELENDEZ 

ACCIONADAS: FONDO DE VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL Y REFORMA 

URBANA DISTRITAL – “CORVIVIENDA”   Y/ O   LA ALCALDÍA MAYOR DE 

CARTAGENA DE INDIAS 

 

EDWIN RODRIGO MEDINA BARACALDO y MARÍA DEL CARMEN 

CASTILLA MELENDEZ, mayores de edad, identificados con cédula de ciudadanía Nº 

7.225.246 y 45.451.761, de Duitama y Cartagena respectivamente y domiciliados en esta 

ciudad, en ejercicio del artículo 137 de la Ley 1437 de 2011, interponemos ante su 

despacho la presente Acción de Nulidad contra la Resolución 0310-2014 del 26 de 

Diciembre de 2014, expedida por FONDO DE VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL Y 

REFORMA URBANA DISTRITAL – “CORVIVIENDA” Y/O LA ALCALDÍA 

MAYOR DE CARTAGENA DE INDIAS.  
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El artículo citado del CPACA dispone al referirse a este medio de control que “Toda 

persona podrá solicitar por sí, o por medio de representante, que se declare la nulidad de 

los actos administrativos de carácter general. 

Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que deberían 

fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de 

audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación de las atribuciones 

propias de quien los profirió. 

(…) 

Excepcionalmente podrá pedirse la nulidad de actos administrativos de contenido 

particular en los siguientes casos: 

1. Cuando con la demanda no se persiga o de la sentencia de nulidad que se 

produjere no se genere el restablecimiento automático de un derecho subjetivo 

a favor del demandante o de un tercero. 

(…) por lo que para fundamentar esta Acción Legal nos permitimos relacionar los 

siguientes:  

 

 

1. HECHOS 

 

1. La gerente del FONDO DE VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL Y REFORMA 

URBANA DISTRITAL-“CORVIVIENDA” expidió la Resolución 0310-2014 el día 

26 de Diciembre de 2014, por medio de la cual se preseleccionaron ciento ocho (108) 

familias víctimas del conflicto armado para postulación y asignación al subsidio de 

vivienda de interés social dentro del Programa Vivienda en Especie, con postulación 

excepcional a la del orden Nacional, dentro del Programa de Viviendas de Interés 

Prioritario (VIP) del Macroproyecto Ciudad del Bicentenario, manzana 76A viviendas 
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que fueron construidas con recursos del orden nacional en cumplimiento de la política 

de viviendas 100% subsidiadas “Cien mil viviendas gratis”.  

 

2. Para realizar la preselección de estas 108 familias que serían postuladas para 

asignación del subsidio de vivienda en especie, se seleccionaron 175 familias, 

escogidas y concertadas entre CORVIVIENDA, LA MESA DISTRITAL DE 

VICTIMAS Y LA UNIDAD DE VICTIMAS,  de 4 grupos conformados, así: Grupo 

de 75 familias identificadas por la MESA DISTRITAL DE VÍCTIMAS ; grupo de 83 

familias seleccionadas en la mesa de trabajo con LA UNIDAD DE VÍCTIMAS en el 

mes de octubre de 2014; grupo de 6 familias casos de PQR de CORVIVIENDA; un 

grupo de 10 familias identificadas en el Auto 092 de 2008 emitido por la Corte 

Constitucional.  

 

3. En los considerando de la RESOLUCIÓN se reconoce la elevada demanda de familias 

en condición de desplazamiento víctimas del conflicto armado y la escasa atención del 

programa de vivienda con relación al número de familias incluidas en el Registro Único 

de Víctimas-RUV- por lo que afirma que el Ministerio de Vivienda dispone de estos 

cupos (108 soluciones de vivienda) como apoyo a este grupo vulnerable. 

 

4. Igualmente CORVIVIENDA estima que a 1° de noviembre de 2014 existe un 

aproximado de 25.000 familias víctimas del conflicto armado en Cartagena de las 

cuales ha atendido en vivienda a 956 de estas familias entre el 2004 y el 2014. 

 

5. También expone CORVIVIENDA la obligatoriedad de las autoridades por los medios 

conducentes a corregir las desigualdades sociales y estimular el mejoramiento 

progresivo de las condiciones de la existencia de los sectores más deprimidos de la 

sociedad. 

 

6. Así mismo afirma que es FORZOSO aceptar que las autoridades competentes 
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efectúen la ponderación y prioridad de las familias que deben recibir atención oportuna 

y eficaz. 

 

7. Por lo que, continua CORVIVIENDA anotando en el considerando, le corresponde 

efectuar una preselección de entre las 25.000 familias que no surtirán el 

procedimiento ordinario para su postulación, por lo que no participarán del ejercicio 

de focalización que realiza el Departamento de Prosperidad Social- DPS- este año 

(2014), sino que se escogerán atendiendo el criterio de vulnerabilidad adicional a la 

condición que ostentan. 

 

8. Posteriormente describe la selección de CIENTO SETENTA Y CINCO (175) familias 

escogidas y concertadas para postulación al Subsidio de Vivienda Familiar –SVF- 

elegidas de TRES GRUPOS ESPECIALES. 

 

9.  

LISTADO AUTO 092 

No. NOMBRES 1ER APELLIDO 2DO APELLIDO CEDULA 

1 MARGOT DEL CARMEN CARMONA ARIAS 33.273.426 

2 SONIA AMPARO CHAVERRA  26.382.621 

3 CARMEN ALICIA GERMAN ESTRADA 1.137.222.368 

4 ELIDA PAYAREZ GARCÍA 26.935.702 

5 ALDIRIS TEHERAN BARRIOS 33.336.063 

6 ARGELIA CARABALLO TAJAN 45.433.05 

7 NAIRETH LUCIA DIAZ MONTIEL 39.274.689 

8 OLGA LUCIA PONTON  37.686.491 

9 CRISTINA TORRES MARQUEZ 64.523.301 

10 ANA ROSA LAGUNA CARDOSO 33.065.413 

FAMILIAS VÍCTIMAS CLASIFICADAS POR LA MESA DISTRITAL DE PARTICIPACIÓN 

EFECTIVA DE VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO “MDPEVCA-CARTAGENA” 

11 ALEJA TORRES BARRAGÁN 22.907.047 

12 ALEXANDER DE JESÚS CARVAJAL CERPA 85.443.174 

13 AURA PATRICIA MONTALVAN ESTACIO 1.001.804.876 
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14 CARMEN ROCIO  GARCÍA CONTRERAS 1.047.416.679 

15 CESAR AUGUSTO ACOSTA DUEÑEZ 9.049.685 

16 DEYDER ANDRES ENRIQUEZ MATTOS 1.143.354.132 

17 EMPERATRIZ MARQUEZ PALOMO 1.047.401.407 

18 ENA MARÍA SAAVEDRA TOBIO 1.047.368.839 

19 ERCILIA ISABEL SERRANO HERNANDEZ 45.446.824 

20 EXCALIS MARÍA PADILLA MENDOZA 45.742.028 

21 FRANCISCO MANUEL ANGULO RAMOS 6.894.509 

22 GERSON GABRIEL JAIMES FUENTES 1.047.390.873 

23 GLADIS  DE LA ROSA  MARRIAGA 36.625.040 

24 ABRAHAM ANTONIO LAGUNA JIMENEZ 8.060.220 

25 IBETH LEONOR CASTRILLON  CALDERON 36.591.392 

26 INEDILDA MARÍA FLOREZ DIAZ 32.834.333 

27 JHON JAIDER SUAREZ GUERRERO 73.216.663 

28 JOSE DANIEL LAGUNA ORTEGA 1.047.479.659 

29 MAYRA  GENES MARQUEZ 45.517.542 

30 MANUEL ADOLFO TOSCANO ALMANZA 78.727.379 

31 MARGARITA  DIAZ FAJARDO 23.122.272 

32 MARIA  VALDES SALGADO 30.854.765 

33 MARIA DE JESUS ZUÑIGA GUERRERO 1.101.455.142 

34 MARIA DEL ROSARIO PAVA GARCIA 1.085.226.163 

35 MARIA EUGENIA  MARTINEZ ACEVEDO 1.047.369.629 

36 MARITZABEL PEDROZO GARCIA 1.128.062.812 

37 MILCIADIS PEREZ RIOS 77.152.249 

38 NORFA COLON GUZMAN 35.800.134 

39 ORLEDIS VERGARA PADILLA 1.047.374.428 

40 OMARIS INES GOMEZ PEREZ 64.521.049 

41 ROLANDO MANUEL DE LA ROSA MARRIAGA 19.586.207 

42 RICARDO ANTONIO GUTIERREZ MENDEZ 85.487.667 

43 SANTOS PAREDES SALCEDO 18.956.038 

44 SERGIO ANDRES JAIMES SARMIENTO 1.047.454.648 

45 SUGEIDYS INELA CENTENO 1.052.948.272 

46 TOMAS ROMAN MORENO TORRES 9.100.421 

47 URIEL PEDROZA GARCIA 77.155.705 

48 YURIS DEL CARMEN GOMEZ MUÑOZ 1.143.329.309 

49 NILDA ISABEL PEREZ VALENCIA 45.367.020 
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50 ANTONIO  BRAVO RUIZ 8.975.190 

51 HELIODETH YANEZ BENITEZ 1.063.136.720 

52 OSCAR  PAJARO AMELL 73.000.532 

53 JOSE DE JESUS BARRIOS SAENZ 78.321.510 

54 ALCIRA DE JASUS CARABALLO  33.156.587 

55 ALVARO  HENAO GAVIRIA 16.885.768 

56 ANA CECILIA AVILEZ HERNANDEZ 50.903.057 

57 CARLOS ENRIQUE AGUDELO BETANCOURT 71.981.536 

58 CECILIA OTILIA ZARATE CISNEROS 32.651.382 

59 DANIS MARIA OROZCO MENDOZA 45.517.170 

60 ELIZABETH PINO BLANCO 22.730.564 

61 FAVIAN TORRES CABRERA 73.191.353 

62 JENNY MARCELA HERNANDEZ OSORIO 1.053.805.465 

63 JUANA BAUTISTA ZUÑIGA RICARDO 64.517.789 

64 KATIANA MARGARITA VERGARA RODRIGUEZ 33.273.489 

65 LUIS DAVID COBOS DIAZ 1.038.111.560 

66 LUZ ENELIA GOMEZ VILLALBA 22.807.851 

67 MARCELINO DIAZ BERRIO 73.109.765 

68 MARIA ANGELICA LARA RAMOS 1.049.536.833 

69 MARLIS JANETH MEDINA  ARIAS 39.099.330 

70 MARTHA LUCIA ALVAREZ PERALTA 50.948.467 

71 MILADYS MARIA SANTOS CMARGO 45.536.697 

72 NANCY DEL SOCORRO FERNANDEZ ANILLO 45.582.002 

73 NEIRY ANTONIO CASTILLO TEHERAN 9.158.703 

74 ORLEDE VERGARA PADILLA 1.047.389.817 

75 ORNADIS ALVIS OROZCO 32.936.595 

76 OSCAR ENRIQUE MENDOZA RODRIGUEZ 12.594.437 

77 OTONIEL LUNA ARROYO 11.152.182 

78 PARMENIO DE JESUS CARDENAS GIL 8.826.481 

79 ROBINSON MONTERO CORTECERO 73.140.442 

80 WALTER POLANCO SANCHEZ 8.057.072 

81 YADIRIS MARGOTH CORONADO LOPEZ 45.566.489 

82 YAMILETH CARRASCAL VERGARA 23.031.253 

83 YESICA PAOLA GULFO ALCAZAR 1.007.519.263 

84 YOLANDA TOVAR VIDAL 1.143.351.716 

85 JHON DAVID RAMIREZ GONZALEZ 98.596.908 
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86 ISTMENIO RICO  10.985.601 

FAMILIAS VÍCTIMAS INDEMNIZADAS O CON PRÓXIMA INDEMNIZACIÓN 

87 MARICEL ALVAREZ MORALES 64.526.129 

88 WALTER ANAYA MACHACON 7.917.689 

89 LUZ ARAGON PALACIO 39.298.517 

90 YASNELI ARROYO OCHOA 45.384.979 

91 ALFONSO BARRETO ADEDRIN 3.875.073 

92 JUDITH  BENAVIDEZ ORTEGA 22.857.516 

93 ALFIDES BERTEL RUIZ 45.451.335 

94 CARMELA SERPA URIETA 22.796.511 

95 DANIEL CARMONA HERRERA 73.226.829 

96 DORIS CASTAÑEDA ALVAREZ 25.813.093 

97 YORGUIS CASTILLA SOTO 1.143.335.220 

98 NEIRY CASTILLO TEHERAN 9.158.703 

99 YURENIS CASTRO VALDES 1.143.381.178 

100 HERMOGENES CHAVERRA CUESTA 11.797.536 

101 NILBA CORREA RODRIGUEZ 45.767.676 

102 GUSTAVO DIAZ SIERRA 3.969.365 

103 SARA ESTRADA REYES 23.082.397 

104 LUZ FLOREZ GAVIRIA 1.047.447.711 

105 DORIS GRACES BELTRAN 32.271.878 

106 LUIS GAVIRIA CIRO 70.465.721 

107 JOSE GOMEZ GOMEZ 7.300.566 

108 JOSE GONZALEZ QUINTERO 1.049.564.266 

109 INGRIS HERRERA PIMIENTA 1.002.507.024 

110 ERNILDA LOPEZ HERNANDEZ 22.533.247 

111 LIBIS MARTINEZ MORALES 26.036.079 

112 ELSY MARTINEZ CARREAZO 45.754.425 

113 MARICELA MENDOZA JULIO 23.130.623 

114 ARGENIDA MEZA LICONA 25.966.321 

115 WALTER MIER URUETA 3.981.354 

116 ANA  MONTOYA LOPEZ 21.661.368 

117 EFRAIN MORENO GOMEZ 73.186.012 

118 DARLIS MORENO VEGA 1.002.323.248 

119 AQUILEO MOSQUERA URRUTIA 4.831.207 

120 LUZ NARVAEZ RIVAS 43.709.218 
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121 EMIRO NAVARRO CASTRO 15.669.466 

122 DENIS PADILLA SILGADO 45.549.275 

123 ESTEBAN PEREZ MARTINEZ 1.143.338.962 

124 CARMEN PESTAÑA VITAR 26.137.022 

125 BERNUIL PIMIENTA SERRANO 33.284.983 

126 OLGA POLANCO ZUÑIGA 22.815.902 

127 RAFAEL POLO MURIELES 73.099.069 

128 EDGAR QUINTERO MONTOYA 79.217.362 

129 SOLEDAD RAD PEDROZO 1.065.864.913 

130 EDGAR RAMIREZ VILLEGAS 70.952.746 

131 NELSY RAMOS BENEDETTI 45.461.551 

132 OMEIDIS DEL CARMEN SANCHEZ ARIAS 22.885.474 

133 ROQUE SERPA URIETA 9.141.129 

134 JOSEFA SERRANO RODRIGUEZ 45.538.917 

135 JOSE SILVA MORENO 15.020.080 

136 JOSE UPARELA FLOREZ 8.052.516 

137 WILBERTO VARGAS JULIO 9.151.081 

138 YURIS VARGAS IGLESIAS 1.001.970.341 

139 MARIA VILLA HERNANDEZ 33.146.484 

140 ALBERTINA VILLALOBOS DIAZ 25.999.339 

141 MARQUEZA YEPEZ ZAPATA 33.341.791 

142 LILIANA ACOSTA MARTINEZ 64.871.609 

143 DANIDIS AGUDELO  OCHOA 1.104.126.504 

144 JOSE BANQUEZ ESTREMOR 73.082.101 

145 MARIA BAQUERO SUAREZ 34.935.109 

146 EDER CARBAL TOVAR 73.549.776 

147 ELSA CASTELLAR DE LARA 23.084.450 

148 MARTIN CERPA HERRERA 33.339.539 

149 MARIA DEL TORO BATISTA 45.509.019 

150 MABELIS DIAZ OJEDA 1.066.724.148 

151 FELICIANO ESCOBAR NARVAEZ 39.155.632 

152 CINDYS  HERRERA PIMIENTA 1.002.507.081 

153 JACKELIN HERRERA COLON 34.882.605 

154 NORIS MARTINEZ TORRES 33.202.696 

155 FRANCISCO MEJIA  9.088.631 

156 YULIS MENCO GUARIN 45.505.659 
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157 EDIARDO MENDOZA FERNANDEZ 9.113.595 

158 ALEXANDER MONTERO PEREZ 73.552.531 

159 MINERVA MORALES CASTILLO 26.027.621 

160 LUZ NEGRETE GIRALDO 50.935.311 

161 ERNESTINA PALOMINO SILGADO 43.823.800 

162 ANA PEREZ MARTINEZ 1.143.350.976 

163 LORENZO PEREZ PEREZ 73.547.581 

164 MARIA SALCEDO HERNANDEZ 64.746133 

165 DIANIS SILVA HERNANDEZ 45.575.36 

166 EDUARDO SUAREZ DE ANGEL 1.100.334.373 

167 WADY TERAN RODRIGUEZ 33.282.441 

168 FELIX TOVAR BATISTA 1.052.073.011 

169 KELLYS VARGAS SILGADO 30.660.765 

CASOS DE PQR CORVIVIENDA 

170 JESUS MARIA HENRIQUEZ  12.561.080 

171 YEIMI DEL CARMEN ORTEGA  32.891.850 

172 HAROLD LOZADA MAYUNGA 1.676.105 

173 MARIANO PEÑARANDA RODRIGUEZ 9.098.918 

174 LUIS JAVIER RICARDO  78.759.311 

175 IVONET BOLAÑOS MARTINEZ 32.941.847 

 

 

10. La RESOLUCIÓN demandada menciona también la convocatoria del 10 de septiembre 

de 2014 realizada por el Ministerio de Vivienda, en la que se realizó el procedimiento 

correspondiente, según la normativa vigente para conformar los listados para una oferta 

de 425 viviendas en el Macroproyecto ciudad del Bicentenario. 

 

11. Afirma CORVIVIENDA que de esta convocatoria en Ciudad del Bicentenario 

quedaron disponibles 108 soluciones de vivienda de interés social prioritario en la 

manzana 76A, después de asignar los cupos ofertados. 

 

12. Adicionalmente reconoce que el proyecto Ciudad de Bicentenario ha sido financiado 
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y su asignación se realiza con los recursos que adjudica el Gobierno Nacional a través 

de FONVIVIENDA, por lo que CORVIVIENDA no requiere de cierre financiero ni 

de aportes complementarios. 

 

13. Considera también CORVIVIENDA en la RESOLUCIÓN demandada que en la Ley 

de Víctimas 1448 de 2011 en sus artículos 123 al 127 se trata el tema de valoración de 

la vulnerabilidad de la población desplazada para asignar vivienda. 

 

14. Finalmente en los considerandos de la RESOLUCIÓN demandada se anuncia que de 

los listados concertados se efectuó el sorteo el día 26 de Diciembre de 2014 (mismo 

día de expedición del Acto Administrativo cuestionado), en las instalaciones de la 

entidad, sin la enunciación de la presencia de autoridades competentes veedoras para, 

como afirma la misma RESOLUCIÓN, garantizar la igualdad y efectuar una 

preselección objetiva y transparente. 

 

15. Cierra las consideraciones la Gerente de CORVIVIENDA con la afirmación de que los 

seleccionados, deberán aportar la documentación exigida en los artículos 11, 12 y 14 

del Decreto 1921 de 2012, para postulación ante FONVIVIENDA y surtir el proceso 

para acceder al Subsidio de Vivienda Familiar. 

 

16. Mediante la Resolución 0310-2014 del 26 de diciembre de 2014 se Resuelve:  

 Artículo 1° Preselecciónense CIENTO OCHO (108) familias víctimas del 

conflicto armado, escogidas para postulación a subsidio de vivienda en especie 

de acuerdo con lo expuesto en la parte considerativa del presente acto, elegidas 

de cuatro (4) categorías especiales que corresponden a.  

1) Familias identificadas en el auto 092 de 2008, emitido por la Corte 

Constitucional que trata de la adopción de medidas para la protección a 

mujeres víctimas del desplazamiento forzado por causa del conflicto 

armado; 
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2) Familias identificadas en la Mesa de Participación de Víctimas, de la 

que trata el artículo 193 de la Ley 1448 de 2011, celebrada el 30 de 

septiembre de 2014 en la ciudad de Cartagena; 

3) Familias víctimas del conflicto que fueron o van a ser indemnizadas por 

la Unidad de Víctimas, resultantes de la mesa de trabajo con la Unidad 

en el mes de octubre de 2014 cuyo criterio de postulación es cerrar el 

ciclo de indemnización integral a víctimas; 

4) Las familias reseñadas estadísticamente en CORVIVIENDA entre los 

años 2008 y 2014, que han sido remitidas o atendidas en la entidad por 

condiciones especiales adicionales a su problemática. 

  

 Artículo 2° La CIENTO OCHO (108) familias preseleccionadas por sus 

condiciones especiales de conformidad con la clasificación precedente y 

favorecidas en el sorteo son las siguientes: 

LISTADO AUTO 092 

No. NOMBRES 1ER APELLIDO 2DO APELLIDO CEDULA 

1 MARGOT DEL CARMEN CARMONA ARIAS 33.273.426 

2 SONIA AMPARO CHAVERRA  26.382.621 

3 CARMEN ALICIA GERMAN ESTRADA 1.137.222.368 

4 ELIDA PAYAREZ GARCÍA 26.935.702 

5 ALDIRIS TEHERAN BARRIOS 33.336.063 

 

  

 

FAMILIAS VÍCTIMAS CLASIFICADAS POR LA MESA DISTRITAL DE 

PARTICIPACIÓN EFECTIVA DE VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO 

“MDPEVCA-CARTAGENA” 

6 ALEJA TORRES BARRAGÁN 22.907.047 

7 ALEXANDER DE JESÚS CARVAJAL CERPA 85.443.174 

8 AURA PATRICIA MONTALVAN ESTACIO 1.001.804.876 

9 CARMEN ROCIO  GARCÍA CONTRERAS 1.047.416.679 
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10 CESAR AUGUSTO ACOSTA DUEÑEZ 9.049.685 

11 DEYDER ANDRES ENRIQUEZ MATTOS 1.143.354.132 

12 EMPERATRIZ MARQUEZ PALOMO 1.047.401.407 

13 ENA MARÍA SAAVEDRA TOBIO 1.047.368.839 

14 ERCILIA ISABEL SERRANO HERNANDEZ 45.446.824 

15 EXCALIS MARÍA PADILLA MENDOZA 45.742.028 

16 FRANCISCO MANUEL ANGULO RAMOS 6.894.509 

17 GERSON GABRIEL JAIMES FUENTES 1.047.390.873 

18 GLADIS  DE LA ROSA  MARRIAGA 36.625.040 

19 ABRAHAM ANTONIO LAGUNA JIMENEZ 8.060.220 

20 IBETH LEONOR CASTRILLON  CALDERON 36.591.392 

21 INEDILDA MARÍA FLOREZ DIAZ 32.834.333 

22 JHON JAIDER SUAREZ GUERRERO 73.216.663 

23 JOSE DANIEL LAGUNA ORTEGA 1.047.479.659 

24 MAYRA  GENES MARQUEZ 45.517.542 

25 MANUEL ADOLFO TOSCANO ALMANZA 78.727.379 

26 MARGARITA  DIAZ FAJARDO 23.122.272 

27 MARIA  VALDES SALGADO 30.854.765 

28 MARIA DE JESUS ZUÑIGA GUERRERO 1.101.455.142 

29 MARIA DEL ROSARIO PAVA GARCIA 1.085.226.163 

30 MARIA EUGENIA  MARTINEZ ACEVEDO 1.047.369.629 

31 MARITZABEL PEDROZO GARCIA 1.128.062.812 

32 MILCIADIS PEREZ RIOS 77.152.249 

33 NORFA COLON GUZMAN 35.800.134 

34 ORLEDIS VERGARA PADILLA 1.047.374.428 

35 OMARIS INES GOMEZ PEREZ 64.521.049 

36 ROLANDO MANUEL DE LA ROSA MARRIAGA 19.586.207 

37 RICARDO ANTONIO GUTIERREZ MENDEZ 85.487.667 

38 SANTOS PAREDES SALCEDO 18.956.038 

39 SERGIO ANDRES JAIMES SARMIENTO 1.047.454.648 

40 SUGEIDYS INELA CENTENO 1.052.948.272 

41 TOMAS ROMAN MORENO TORRES 9.100.421 

42 URIEL PEDROZA GARCIA 77.155.705 

43 YURIS DEL CARMEN GOMEZ MUÑOZ 1.143.329.309 

44 NILDA ISABEL PERZ VALENCIA 45.367.020 

45 ANTONIO  BRAVO RUIZ 8.975.190 
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46 HELIODETH YANEZ BENITEZ 1.063.136.720 

47 OSCAR  PAJARO AMELL 73.000.532 

48 JOSE DE JESUS BARRIOS SAENZ 78.321.510 

 

FAMILIAS INDEMNIZADAS O PROXIMA INDEMNIZACIÓN 

49 MARICEL ALVAREZ MORALES 64.526.129 

50 WALTER ANAYA MACHACON 7.917.689 

51 LUZ ARAGON PALACIO 39.298.517 

52 YASNELI ARROYO OCHOA 45.384.979 

53 ALFONSO BARRETO ADEDRIN 3.875.073 

54 JUDITH  BENAVIDEZ ORTEGA 22.857.516 

55 ALFIDES BERTEL RUIZ 45.451.335 

56 CARMELA SERPA URIETA 22.796.511 

57 DANIEL CARMONA HERRERA 73.226.829 

58 DORIS CASTAÑEDA ALVAREZ 25.813.093 

59 YORGUIS CASTILLA SOTO 1.143.335.220 

60 NEIRY CASTILLO TEHERAN 9.158.703 

61 YURENIS CASTRO VALDES 1.143.381.178 

62 HERMOGENES CHAVERRA CUESTA 11.797.536 

63 NILBA CORREA RODRIGUEZ 45.767.676 

64 GUSTAVO DIAZ SIERRA 3.969.365 

65 SARA ESTRADA REYES 23.082.397 

66 LUZ FLOREZ GAVIRIA 1.047.447.711 

67 DORIS GRACES BELTRAN 32.271.878 

68 LUIS GAVIRIA CIRO 70.465.721 

69 JOSE GOMEZ GOMEZ 7.300.566 

70 JOSE GONZALEZ QUINTERO 1.049.564.266 

71 INGRIS HERRERA PIMIENTA 1.002.507.024 

72 ERNILDA LOPEZ HERNANDEZ 22.533.247 

73 LIBIS MARTINEZ MORALES 26.036.079 

74 ELSY MARTINEZ CARREAZO 45.754.425 

75 MARICELA MENDOZA JULIO 23.130.623 

76 ARGENIDA MEZA LICONA 25.966.321 

77 WALTER MIER URUETA 3.981.354 

78 ANA  MONTOYA LOPEZ 21.661.368 
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79 EFRAIN MORENO GOMEZ 73.186.012 

80 DARLIS MORENO VEGA 1.002.323.248 

81 AQUILEO MOSQUERA URRUTIA 4.831.207 

82 LUZ NARVAEZ RIVAS 43.709.218 

83 EMIRO NAVARRO CASTRO 15.669.466 

84 DENIS PADILLA SILGADO 45.549.275 

85 ESTEBAN PEREZ MARTINEZ 1.143.338.962 

86 CARMEN PESTAÑA VITAR 26.137.022 

87 BERNUIL PIMIENTA SERRANO 33.284.983 

88 OLGA POLANCO ZUÑIGA 22.815.902 

89 RAFAEL POLO MURIELES 73.099.069 

90 EDGAR QUINTERO MONTOYA 79.217.362 

91 SOLEDAD RAD PEDROZO 1.065.864.913 

92 EDGAR RAMIREZ VILLEGAS 70.952.746 

93 NELSY RAMOS BENEDETTI 45.461.551 

94 OMEIDIS DEL CARMEN SANCHEZ ARIAS 22.885.474 

95 ROQUE SERPA URIETA 9.141.129 

96 JOSEFA SERRANO RODRIGUEZ 45.538.917 

97 JOSE SILVA MORENO 15.020.080 

98 JOSE UPARELA FLOREZ 8.052.516 

99 WILBERTO VARGAS JULIO 9.151.081 

100 YURIS VARGAS IGLESIAS 1.001.970.341 

101 MARIA VILLA HERNANDEZ 33.146.484 

102 ALBERTINA VILLALOBOS DIAZ 25.999.339 

103 MARQUEZA YEPEZ ZAPATA 33.341.791 

 

 

CASOS DE PQR CORVIVIENDA 

104 JESUS MARIA HENRIQUEZ  12.561.080 

105 YEIMI DEL CARMEN ORTEGA  32.891.850 

106 HAROLD LOZADA MAYUNGA 1.676.105 

107 MARIANO PEÑARANDA RODRIGUEZ 9.098.918 

108 LUIS JAVIER RICARDO  78.759.311 
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 Artículo 3° A las CIENTO OCHO (108) familias preseleccionadas se les 

socializará el tipo de vivienda de interés social y el proyecto al cual son 

candidatas de postulación la (sic) viviendas a las cuales se postularán están 

ubicadas en Ciudad del Bicentenario, viviendas que quedaron disponibles luego 

de que se asignaron los cupos ofertados en la convocatoria del 10 de septiembre 

del 2014, quedando actualmente una disponibilidad dentro del Macroproyecto 

de ciento ocho viviendas de interés social prioritario, representados en 

Apartamentos de un área de 44.32 m2, ubicados en la Manzana 76A, que hacen 

parte del conjunto de Torres de Apartamentos, cada Torre de 4 pisos, 

conformadas por cuatro Apartamentos por piso y 16 apartamentos por Torre. 

 

El valor de los apartamentos es de CUARENTA Y TRES MILLONES 

CIENTO VEINTE MIL PESOS MCTE (43’120.000) equivalentes a Setenta 

(70) SMLV, que adjudica el Gobierno nacional a través del Fondo Nacional de 

Vivienda FONVIVIENDA, su asignación corresponde a subsidio familiar de 

vivienda en especie, por lo cual no se requerirá de cierre financiero ni de aportes 

complementarios de (sic) del Fondo de Vivienda de Interés Social y Reforma 

Urbana Distrital “Corvivienda”. 

 

 Artículo 4° Las CIENTO OCHO (108) familias preseleccionadas deberán 

aportar la documentación exigida en los artículos 11, 12 y 14 del Decreto 1921 

de 2012 y serán enviadas para su revisión y verificación de documentación para 

su consiguiente Postulación ante Fonvivienda a través del Macro proyecto 

Ciudad del Bicentenario; allí surtirán su proceso para acceder al subsidio de 

interés social; finalizado este paso, previo el cumplimiento de los requisitos, 

solo se asignarán los SUBSIDIOS DE VIVIENDA EN ESPECIE de quienes 

superen el proceso y filtro para aplicar en el proyecto constructivo de vivienda 

de interés social Ciudad del Bicentenario. Si del ejercicio de postulación, por 

causa de que no todos los postulados queden en estado calificado, por estar 

cruzados o tener algún otro inconveniente en el proceso, quedan unidades 
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habitacionales disponibles, esos cupos serán objeto de nuevas postulaciones de 

quienes, estando en el listado, no resultaron favorecidos en el sorteo. 

 

 Artículo 5° Contra el presente Acto no procede recurso alguno, de conformidad 

con lo establecido en el artículo 75 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

 

VIA GUBERNATIVA 

 

En ejercicio del artículo 83 de la Constitución Política, el señor Arnaldo Hernández Rivas, 

representante de AFRODES Cartagena (Asociación Nacional de Afrocolombianos 

Desplazados), presentó derecho de petición  al FONDO DE VIVIENDA DE INTERÉS 

SOCIAL Y REFORMA URBANA DISTRITAL – “CORVIVIENDA” solicitando 

priorización de viviendas e inclusión en sorteo de viviendas para las víctimas con enfoque 

diferencial que él representa, derecho de petición con radicación interna No. 0230 de fecha 

11 de febrero de 2015.   

En respuesta a este derecho de petición, la gerente de CORVIVIENDA explica cuáles son 

los pasos  establecidos en la ley para adquirir vivienda en condición de desplazado, 

haciendo claridad que el sorteo que se realizó en diciembre del 2014 mediante el cual se 

beneficiaron 108 familias quienes no surtieron el proceso normativo vigente, fue una 

convocatoria excepcional del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio para completar 

los cupos de vivienda que habían quedado de una oferta anterior con víctimas del conflicto 

armado. Aclarando que dicha convocatoria fue de carácter excepcional, ya que 

ordinariamente no se realizan este tipo de sorteos. 

La respuesta de la entidad es del 5 de marzo de 2015, con radicado 0393 

En cumplimiento del artículo 166 numeral 1 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo, se anexa copia de la solicitud al ente administrativo 
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de la certificación de la publicación en Gaceta Distrital o medio electrónico del acto 

demandado, con la correspondiente respuesta en la que omite mencionar y/o entregar la 

certificación solicitada.  

 

                     2. PRETENSIONES 

 

Con fundamento en lo anteriormente expuesto le solicito señor Juez que se proteja la 

seguridad jurídica del Estado aplicando el artículo 137 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y en consecuencia: 

 

1. Declare la nulidad de la Resolución 0310-2014 del 26 de diciembre de 2014 por las 

irregularidades manifiestas que se han demostrado, cometidas por la FONDO DE 

VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL Y REFORMA URBANA DISTRITAL-

CORVIVIENDA  y/o por la ALCALDÍA MAYOR DE CARTAGENA DE INDIAS-

al exceder las atribuciones que le asigna la Constitución y la Ley. 

  

2. Se decreten los efectos ex tunc de conformidad con la sentencia del 14 de enero de 

1991 S-157, M. P. CARLOS GUSTAVO ARRIETA PADILLA, con la posición 

asumida por la Sala Plena  Contenciosa del Honorable Consejo de Estado así: 

 

“Y por ello mismo es necesario el pronunciamiento sobre actos administrativos de 

carácter general, impugnados en ejercicio de la acción pública de nulidad, pues 

su derogatoria expresa o tácita no impide la proyección en el tiempo y el espacio 

de los efectos que haya generado, ni de la presunción de legalidad que los cubre, 

la cual se extiende también a los actos de contenido particular que hayan sido 

expedidos en desarrollo de ella y durante su vigencia. De lo contrario, el 

juzgamiento de tales actos particulares por la jurisdicción contenciosa resultaría 

imposible, pues tendría que hacerse, entre otros, a la luz de una norma, la 

disposición derogada, cuya legalidad no podía controvertirse por el hecho de no 

tener vigencia en el tiempo. Así, las situaciones jurídicas consolidadas al amparo 
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de una norma ilegal, seguramente serán también ilegales, independientemente de 

la vigencia de esta última, o, a contrario sensu, serán legales si ella lo es también. 

Pero, como en uno u otro evento ambas están amparadas por la presunción de 

legalidad, la cual no podría ser controvertida en el evento de una norma derogada, 

el resultado de lo anterior será necesariamente el de imposibilitar el juzgamiento 

objetivo del acto particular de que se trate” 

 

3. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Téngase como fundamento de derecho: 

 

a) El artículo 137 de la Ley 1437 de 2011 el cual al referirse al medio de control: 

Nulidad, expresa: 

 

“Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de representante, que se declare 

la nulidad de los actos administrativos de carácter general. 

Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que 

deberían fundarse, o sin competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento 

del derecho de audiencia y defensa, o mediante falsa motivación, o con desviación 

de las atribuciones propias de quien los profirió. 

(…) 

Excepcionalmente podrá pedirse la nulidad de actos administrativos de contenido 

particular en los siguientes casos: 

2. Cuando con la demanda no se persiga o de la sentencia de nulidad que se 

produjere no se genere el restablecimiento automático de un derecho subjetivo 

a favor del demandante o de un tercero. 

(…) 
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El artículo del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo citado procede en el caso que nos ocupa, ya que en el artículo 5° de la 

Resolución 0310-2014 de 2014 proferido por CORVIVIENDA, la misma autoridad 

administrativa afirma el carácter general del acto al citar el artículo 75 del mismo Código.  

De igual forma con la expedición de este acto administrativo se incurre en infracción de 

las normas en que debe fundarse, dado que al tratarse del tema de asignación de Vivienda 

de interés Prioritario (VIP), se debe remitir obligatoriamente a la Ley 1537 de 2012 y 

Decretos reglamentarios que la regulan, donde se establecen los trámites y procedimientos 

propios de este tipo de vivienda. 

b) Constitución Política de Colombia artículos 1, 13 y   209. 

c) Sentencia de tutela T-885 de 2014 expedida por la Corte Constitucional con fecha 

20 de Noviembre de 2014. 

d) El artículo 12 de la Ley 537 de 2012 reglamentado por los Decretos 1921 de 2012 

y 2164 de 2013 y sus parágrafos 4° y 5 establecen en otros:  

 

Subsidio en especie para población vulnerable. 

 

…Las  viviendas resultantes de los proyectos que se financien con los recursos 

destinados a otorgar subsidios familiares de vivienda por parte del Gobierno 

Nacional, así como los predios destinados y/o aportados a este fin por las entidades 

territoriales incluyendo sus bancos de Suelo o Inmobiliarios, se podrán asignar a 

título de subsidio en especie a los beneficiarios que cumplan con los requisitos de 

priorización y focalización que establezca el Gobierno Nacional a través del 

Departamento Administrativo para la Prosperidad Social. 

Parágrafo 4°. El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social 

elaborará el listado de personas y familias potencialmente elegibles en cada 

Municipio y Distrito de acuerdo con los criterios de focalización empleados en los 

programas de superación de pobreza y pobreza extrema, o los demás que se definan 

por parte del Gobierno Nacional. Con base en este listado se seleccionarán los 
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beneficiarios del programa del Subsidio Familiar 100% de Vivienda en especie con 

la participación del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, de 

los alcaldes y del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio a través del Fondo 

Nacional de Vivienda, en los municipios y distritos donde se adelanten los proyectos 

de Vivienda de Interés Social prioritario. 

Tratándose de la identificación de los hogares localizados en zonas de alto riesgo 

no mitigable, los alcaldes municipales y distritales entregarán, al Departamento 

Administrativo para la Prosperidad Social y al Fondo Nacional de Vivienda, el 

listado de hogares potencialmente beneficiarios teniendo en cuenta, entre otros, lo 

previsto en el artículo 5° de la Ley 2ª de 1991 que modifica el artículo 56 de la Ley 

9ª de 1989. 

Parágrafo 5°. Cuando las solicitudes de postulantes, que cumplan con los requisitos 

de asignación para el programa del subsidio familiar 100% de vivienda en especie 

excedan las soluciones de vivienda que se van a entregar en los proyectos de 

Vivienda de Interés Prioritario que se realicen en el municipio o distrito, el 

Departamento Administrativo para la Prosperidad Social realizará un sorteo para 

definir los postulantes beneficiarios del subsidio familiar 100% de vivienda en 

especie, de conformidad con los criterios de priorización establecidos en la presente 

ley, cuando no existan otros criterios de calificación, para dirimir el empate. 

De acuerdo al contenido del texto citado se colige que EL FONDO DE VIVIENDA DE 

INTERÉS SOCIAL Y REFORMA URBANA DISTRITAL – “CORVIVIENDA”, al 

expedir la Resolución demandada, incurre en una desviación propia de sus atribuciones al 

usurpar funciones propias del Departamento para la Prosperidad Social- DPS. 

La selección de 108 familias que realizó CORVIVIENDA para postularlas como 

beneficiarias de igual número de viviendas, proceso que se hizo por medio de la 

‘concertación’ con diferentes estamentos que se mencionan en la referida Resolución 

demandada, BORRA de un plumazo todos los esfuerzos que han hecho las diferentes 

ramas del poder público en la tarea de hacer del proceso de asignación de subsidio vivienda 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=1575#5
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de interés prioritario para las víctimas de desplazamiento forzado, lo más transparente, 

equitativo y justo posible. 

 

En este mismo sentido con este proceder, la entidad demandada vulnera los derechos 

fundamentales de otros grupos de víctimas del desplazamiento forzado interno, que 

igualmente presentan condiciones de mayor vulnerabilidad y urgencia, los cuales quedan 

sin ser atendidos en igualdad de condiciones por el manejo arbitrario que se le da a la 

política de vivienda en algunas ocasiones o por interferencias de entidades que violan la 

ruta de acceso a estos beneficios. 

 

En el hecho 7° se puede apreciar una clara y rotunda violación al derecho de igualdad que 

promulga la Constitución Política de Colombia y que ha sido ratificado en variada 

jurisprudencia de la Corte Constitucional, al pretender que el grupo ‘seleccionado’ no 

surtirá el procedimiento ordinario para su postulación, lo que equivale decir que, 

aunque igualmente se trata de víctimas del conflicto armado, se ‘saltarán’ a todas las demás 

víctimas del conflicto que se encuentran en las mismas condiciones y que siguen esperando 

pacientemente el momento que se les entregue esta subvención.  

 

e) La Sentencia T-885 de 2014 de la Corte Constitucional por medio de la cual se pide 

informe a las entidades accionadas FONVIVIENDA y DPS, sobre los proyectos de 

vivienda para población en situación de desplazamiento; el DPS afirma en informe 

remitido a la Corte que en la actualidad poseen cifras que muestran 94.370 

soluciones de vivienda y solo 20.544 hogares seleccionados definitivamente, por 

lo que se colige que existe una sobre oferta de soluciones de vivienda para la 

población desplazada.  

 

En la misma Sentencia el Fondo Nacional de Vivienda, FONVIVIENDA, presenta en 

su informe a la Sala de Revisión, un ejemplo para el caso concreto sobre la oferta de 
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vivienda en Bogotá de 4.761 viviendas de las cuales solo se han asignado 1.379.  

Expuesto lo anterior, se puede concluir que no es tan cierto que exista una elevada 

demanda sin atención de parte de las autoridades competentes.  

De otra parte, no se entiende como FONVIVIENDA puede ‘apoyar’ con unos cupos 

disponibles a un ente Distrital, saltándose el proceso de selección y asignación 

claramente definido en la Ley.  

 

f).        Artículo 6° del Decreto 1921 de 2012, parágrafos 1 y 2 donde se definen claramente 

las competencias de las entidades, en la selección de los potenciales beneficiarios 

para acceder al SFVE, estableciendo al DPS para definir los listados que utilizará en 

el proceso de selección de los beneficiarios de los grupos poblacionales establecidos, 

delegando en los entes territoriales (Vr Gr CORVIVIENDA) los listados de la 

población víctima de calamidades naturales o en alto riesgo, pero con el lleno de 

unos procedimientos contenidos en la misma normatividad. 

 

g).       El Parágrafo 4° de Ley 1537 de 2012, Decreto 1921 de 2012 y Decreto 2164 de 

2013 establecen que las entidades que surten este proceso de selección de potenciales 

beneficiarios del subsidio de vivienda en especie, son exclusivamente 

FONVIVIENDA y el DPS, definiendo su participación en el artículo 5° del Decreto 

1921 de 2012, proceso que no puede ser usurpado por ningún otro ente. 

 

           Cuando la Gerente de CORVIVIENDA afirma el carácter de ‘forzoso’ para aceptar 

que las autoridades competentes efectúen la ponderación y prioridad de las familias 

que deben recibir atención oportuna y eficaz, pasa por alto que la entidad que ella 

representa no es competente para tal proceder. 

  

h)        En Sentencia T-885 de 2014 la Corte Constitucional se pronuncia: 
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“Tal como se advirtió anteriormente, por regla general no se pueden 

alterar los órdenes de priorización contenidos en las listas que han 

elaborado las instituciones públicas que comparten competencias en el 

proceso administrativo de adjudicación de los subsidios de vivienda en 

especie, ya que implicaría una seria afectación del principio de igualdad 

de aquellos que están en las mismas condiciones de vulnerabilidad 

producto del desplazamiento y esperan pacientemente el momento de la 

adjudicación material de la subvención.  

 

No obstante lo anterior, cuando el solicitante se encuentra en una especial 

situación de vulnerabilidad adicional a su condición de desplazado, puede 

ordenarse la alteración de los órdenes de priorización, con la finalidad de 

garantizar de manera inmediata el derecho a la vivienda digna.” 

 

           Ahora bien, aun cuando la Corte acepta que puede alterarse el orden en un caso 

excepcional de vulnerabilidad adicional a su condición de desplazado, la entidad 

Distrital no especifica cuáles son las condiciones de vulnerabilidad adicional en que 

se encuentran cada una de las familias que integran los grupos especiales y afirma 

que se ‘escogerán’, desviando sus atribuciones funcionales y abrogándose potestades 

que no le corresponden, porque, si bien es cierto la Corte menciona una excepción 

de saltar los órdenes de priorización, CORVIVIENDA no es la entidad competente 

para realizar estas excepciones ni aún el DPS podría disponer de los órdenes de 

priorización de manera arbitraria.  

 

i).       El artículo 1° de la Ley 1537 de 2012 expone que: “… en el desarrollo de los 

proyectos de vivienda de interés social y proyectos de vivienda de interés prioritario 
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destinados a las familias de menores recursos…”<subrayas fuera de texto>) y el 

parágrafo 4° del artículo 12 de la Ley 1537 de 2012 que a la letra establece:  

“El Departamento Administrativo para la Prosperidad Social elaborará el 

listado de personas y familias potencialmente elegibles en cada Municipio 

y Distrito de acuerdo con los criterios de focalización empleados en los 

programas de superación de pobreza y pobreza extrema, o los demás que 

se definan por parte del Gobierno Nacional. Con base en este listado se 

seleccionarán los beneficiarios del programa del Subsidio Familiar 100% 

de Vivienda en especie con la participación del Departamento 

Administrativo para la Prosperidad Social, de los alcaldes y del Ministerio 

de Vivienda, Ciudad y Territorio a través del Fondo Nacional de Vivienda, 

en los municipios y distritos donde se adelanten los proyectos de vivienda 

de interés social prioritario. (…)” 

 

Se puede observar que lo contenido en el hecho 8°de este escrito, es  también una muestra 

de la violación al principio de igualdad y una desviación absoluta de atribuciones, pues se 

seleccionó un grupo de 175 familias de ‘tres’ <cuatro> grupos especiales ‘concertados’: 

 

 Con la Mesa Distrital de Víctimas (Que tiene sus funciones definidas por 

Resolución 0388 del 10 de mayo de 2013 expedida por la Unidad de Víctimas, 

quienes aportaron un listado de 76 familias. 

 Se concertó igualmente con la Unidad de Víctimas (quien también excede sus 

atribuciones funcionales) al entregar un listado con 83 familias que recibieron o 

están próximas a recibir indemnización administrativa. 

 De la misma forma CORVIVIENDA ‘elige’ un listado de PQR (solo 6 familias en 

seis años de atención, de las cuales 5 familias fueron ‘beneficiadas’ en el sorteo) 

de la entidad, violando también de esta forma lo dispuesto en la norma. 

 Para completar el grupo de 175 familias, CORVIVIENDA decide incluir un grupo 

de mujeres beneficiarias del Auto de seguimiento 092 de 2008 de la Corte 
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Constitucional que protege a 600 mujeres víctimas del conflicto armado, de las 

cuales 163 son de Cartagena, pero CORVIVIENDA, sin fundamento legal, incluye 

solo un grupo de 10 <beneficiarias> del mencionado Auto. 

 

Nos detenemos en este punto, porque se hace necesario realizar un análisis al grupo de 

las beneficiarias del Auto 092 de 2008, ya que es un fallo de fácil consulta que se 

encuentra en la página de la Corte Constitucional 

(http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2008/a092-08.htm) y se puede 

constatar el listado de beneficiarias. Por medio de esta consulta se demuestra otra 

irregularidad en el proceso realizado por CORVIVIENDA, ya que la señora 

MARGOT DEL CARMEN CARMONA ARIAS, quien se resultó beneficiada en el 

sorteo de un SVFE en este proceso, NO se encuentra incluida en este Auto.  Igualmente 

las señoras NAIRETH LUCIA TORRES MONTIEL, OLGA LUCIA PONTON y 

CRISTINA TORRES MÁRQUEZ, son mujeres que tampoco se encuentran incluidas 

en este Auto, situación que contagia a todo el listado y genera la duda de la veracidad 

de la condición de desplazado que condiciona el proyecto de vivienda de Ciudad del 

Bicentenario.  

 

j).            El hecho # 9 cita la convocatoria del Ministerio de vivienda del 10 de septiembre 

para acceder al SVFE del proyecto Ciudad del Bicentenario y menciona que esta 

fue surtida según la normatividad vigente por lo que se confirma una vez más la 

vulneración al derecho de igualdad con el acto demandado, pues las víctimas que 

se postularon en la oportunidad y forma pre establecida  durante la apertura de la 

mencionada convocatoria (entre el 12 y el 19 de septiembre de 2012) cumplieron 

requisitos, mientras que a contrario sensu, los incluidos en el Acto Administrativo 

de CORVIVIENDA no los cumplieron.  

 

k).         Artículo 12 de Ley 1537 de 2012.  En el hecho # 10 se encuentra una contradicción 

sobre la disponibilidad de las 108 soluciones de vivienda, pues CORVIVIENDA 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2008/a092-08.htm
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afirma que FONVIVIENDA le cede las viviendas que quedaron disponibles 

después de la convocatoria realizada el 10 de septiembre, pero la realidad muestra 

que el día 26 de noviembre de 2014 se realizó un sorteo en la Plaza de Toros de 

Cartagena, según publicación del diario El Universal, para la entrega de 323 

soluciones de vivienda de la ciudadela Bicentenario, manzana 76 A con la 

participación de las autoridades competentes, pero causa extrañeza que se realizara 

un sorteo si, según FONVIVIENDA,  aún había soluciones de vivienda disponibles, 

pero lo cierto es que el sorteo se realizó entre más de 4000 familias según la 

publicación del periódico El Universal 

http://www.eluniversal.com.co/cartagena/en-la-plaza-de-toros-sortearon-323-

apartamentos-de-ciudadela-bicentenario-177921): 

 

“Yaneth López Medrano, una de las beneficiadas, empezó a gritar cuando 

vio que sacaban su balota y que su familia era una de 323 que hoy 

recibieron casa nueva en el sorteo, que se realizó entre más de 4 mil 

familias.” 

 

            Igualmente se genera la duda sobre la diferencia del número de viviendas que se 

asignaron efectivamente (340), cumpliendo el procedimiento establecido por y las 

convocadas por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio en la publicación de 

la página de la entidad el día 16 de septiembre de 2014 

(http://www.minvivienda.gov.co/sala-de-prensa/noticias/2014/septiembre/este-

viernes-19-de-septiembre-vence-el-plazo-para-que-desplazados-de-cartagena-se-

postulen-en-proyecto-de-viviendas-ciento-por-ciento-subsidiadas) que anuncia 425 

viviendas en oferta, diferencia que arroja un total de 85 soluciones de vivienda.  

 

l)          La Ley 1537 de 2012 en los artículos 3°, 5° y 6° regula la materia, igualmente el 

Decreto 1921 de 2012 anota en las consideraciones: 

http://www.eluniversal.com.co/cartagena/en-la-plaza-de-toros-sortearon-323-apartamentos-de-ciudadela-bicentenario-177921
http://www.eluniversal.com.co/cartagena/en-la-plaza-de-toros-sortearon-323-apartamentos-de-ciudadela-bicentenario-177921
http://www.minvivienda.gov.co/sala-de-prensa/noticias/2014/septiembre/este-viernes-19-de-septiembre-vence-el-plazo-para-que-desplazados-de-cartagena-se-postulen-en-proyecto-de-viviendas-ciento-por-ciento-subsidiadas
http://www.minvivienda.gov.co/sala-de-prensa/noticias/2014/septiembre/este-viernes-19-de-septiembre-vence-el-plazo-para-que-desplazados-de-cartagena-se-postulen-en-proyecto-de-viviendas-ciento-por-ciento-subsidiadas
http://www.minvivienda.gov.co/sala-de-prensa/noticias/2014/septiembre/este-viernes-19-de-septiembre-vence-el-plazo-para-que-desplazados-de-cartagena-se-postulen-en-proyecto-de-viviendas-ciento-por-ciento-subsidiadas
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“Que por medio de la Ley 1537 del 20 de junio de 2012, se dictaron normas 

tendientes a facilitar y promover el desarrollo urbano y el acceso a la 

vivienda y el artículo 6° de la Ley permitió que los recursos del Fondo 

Nacional de Vivienda sean transferidos a patrimonios autónomos que 

podrán adelantar procesos de convocatoria y selección de los constructores 

interesados en desarrollar proyectos de vivienda y/o para la adquisición de 

proyectos de vivienda de interés prioritario.  

Que en el artículo 12 de la referida Ley, se determina que las viviendas 

resultantes de los proyectos que se financien con los recursos destinados a 

otorgar subsidios familiares de vivienda por parte del Gobierno Nacional, 

se podrán asignar a título de subsidio en especie a los beneficiarios que 

cumplan con los requisitos de priorización y focalización que establezca 

el Gobierno Nacional.” (Negrita y subrayas fuera de texto) 

 

                 El hecho # 11 menciona los recursos con los que se construyeron las soluciones 

de vivienda que son del orden nacional, por lo que no se hace necesario el cierre 

financiero ni aportes complementarios.  

 

             Se puede observar que para los proyectos de vivienda que son regidos la Ley 1537 

de 2012 y sus Decretos reglamentarios, aun cuando existan recursos del orden 

territorial involucrados en un proyecto de vivienda de interés prioritario, el 

proceso de selección debe surtir el procedimiento señalado por la normativa 

vigente.   

 

m) Ley 1448 de 2011 (Ley de Víctimas), artículos 123 al 127. 

Al referenciar estos artículos se vislumbra el afán de CORVIVIENDA por 

justificar su proceder con la expedición de la RESOLUCIÓN demandada, al tratar 

de acomodar legislación que le fundamente las consideraciones, pero con la 
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interpretación que los artículos citados valoran las condiciones de vulnerabilidad 

como componente de priorización, obviando que la UARIV no es entidad 

competente para priorizar y que en el artículo 126 se establece claramente qué 

entidades son competentes para tramitar los Subsidios en materia de vivienda  y el 

artículo 127 remite a la normatividad vigente que regule la materia.  

 

n) El artículo 16 del Decreto 1921 de 2012 dispone: 

 

“Artículo 16. CONDICIONES PARA El SORTEO. En los casos en los que deba 

realizarse el sorteo, el DPS a través de Resolución que expida dentro de los 

quince (15) días calendario, posteriores a la entrada en vigencia del presente 

Decreto, establecerá los mecanismos para surtir dicho procedimiento, el cual 

se llevará a cabo en presencia de los siguientes testigos:  

1. El gobernador o quien este designe.  

2. El alcalde o quien este designe.  

3. El director del DPS o quien este designe.  

4. El director ejecutivo del Fondo Nacional de Vivienda o quien este designe.  

5. El personero municipal  

 

Parágrafo 1. El DPS levantará un acta del resultado del sorteo, la cual será 

firmada por todos los testigos.  

Parágrafo 2. El Programa Presidencial de Modernización, Eficiencia, 

Transparencia y Lucha contra la Corrupción brindará acompañamiento al 

sorteo, a través de un delegado que asistirá y suscribirá el acta del resultado 

del sorteo.  

Parágrafo 3. El listado definitivo de beneficiarios será definido mediante 

Resolución del DPS, la cual será comunicada al Fondo Nacional de Vivienda.”  
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Como si no fueran suficientes las vulneraciones al proceso de asignación de 

subsidios de vivienda de interés prioritario, se puede observar claramente que 

CORVIVIENDA también viola lo contenido en el artículo 16 citado, ya que según 

la noticia publicada en el diario El Universal el día 27 de diciembre de 2014, este 

sorteo se realizó en presencia de representantes de la personería, la Defensoría del 

Pueblo y la UARIV. 

  

o) El Decreto 1921 de 2012, artículos 11,12 y 14 dispone:  

 

“ARTíCULO 11. POSTULACION. Los hogares potencialmente beneficiarios 

definidos por el DPS mediante resolución, deberán suministrar la información de 

postulación al operador designado, y entregar los documentos que se señalan a 

continuación: 

(…)” (negrita y subrayas fuera de texto) 

 

Resulta interesante observar cómo CORVIVIENDA en esta parte final del proceso es 

cuando hace mención a la norma citada, particularmente los artículos 11, 12 y 14, ya 

que a estas alturas de dicho proceso se ha vulnerado toda la normatividad de la materia. 

 

Así mismo, dispone el artículo citado, que la documentación será entregada al 

operador designado, que para el caso de Cartagena, el operador designado en estos 

procesos es la Unión Temporal de Cajas de Compensación Familiar CAVIS-UT; 

pero como los seleccionados no aplican al procedimiento ordinario como se 

sustentó en punto anterior, el artículo se debe aplicar a medias. 

p) Ley 1537 de 2012 Artículo 66. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a 

partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias, en 

especial el artículo 9ª de la Ley 632 de 2000 y el artículo 18 de la Ley 1066 de 

2006. 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=4632#9
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=20866#18
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              Este artículo permite concluir que es derogada cualquier disposición que le sea 

contraria a la Ley , de tal forma que no son válidos los argumentos en que se 

sustenta el FONDO DE VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL Y REFORMA 

URBANA DISTRITAL-“CORVIVIENDA” para expedir la Resolución 0310-

2014 el día 26 de Diciembre de 2014, ya que por medio de esta, se preseleccionaron 

ciento ocho (108) familias víctimas del conflicto armado para postulación y 

asignación al subsidio de vivienda de interés social dentro del Programa Vivienda 

en Especie, con postulación excepcional a la del orden Nacional, dentro del 

Programa de Viviendas de Interés Prioritario (VIP) del Macroproyecto Ciudad del 

Bicentenario, manzana 76A viviendas que fueron construidas con recursos del 

orden nacional en cumplimiento de la política de viviendas 100% subsidiadas 

“Cien mil viviendas gratis”. 

4. PRUEBAS 

 

Téngase como pruebas las siguientes: 

 

1) Copia de la Resolución # 0310-2014 del 26 de diciembre de 2014 proferida por 

CORVIVIENDA. 

 

2) Copia de respuesta de CORVIVIENDA con radicado interno 0230 al representante 

de AFRODES Cartagena, señor Arnaldo Hernández Rivera.  

 

3) Solicitud a CORVIVIENDA para entrega de copia de la Resolución 0310-2014 y 

Certificación de la publicación en la Gaceta Distrital o medio electrónico, en 

cumplimiento del principio de publicidad.  

 

4) Copia del oficio 1885 del 6 de octubre por medio del cual CORVIVIENDA hace 

entrega parcial de lo solicitado con el radicado 1890.  
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5) Copia de la decisión de la Sentencia T -885 de 2014 expedida por la Corte 

Constitucional.  

 

6) Extracto  de la Resolución 0388 del 10 de mayo de 2013 proferido por la Unidad 

de Atención y Reparación Integral para la Víctimas UARIV, reglamentando las 

mesas Distritales de víctimas.  

 

7) Copia de extracto de Auto de seguimiento 092 de 2008 proferido por la Sala de 

Seguimiento a la sentencia T-025 de 2004 de la Corte Constitucional, que protege 

un grupo de mujeres víctimas del conflicto armado.  

 

8) Copia de resolución # 1598 de 2014 proferida por el FONVIVIENDA el día 9 de 

septiembre de 2014 por medio de la cual fija fechas de apertura y de cierre de la 

convocatoria para asignar el SFVE en el proyecto de la Ciudad del Bicentenario. 

 

9) Copia tomada de la página del Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio sobre la 

publicación de la finalización de la convocatoria del punto anterior y el número de 

viviendas ofertadas en dicha convocatoria. 

 

10) Copia de la noticia publicada por el diario El Universal de la ciudad de Cartagena, 

sobre el sorteo realizado por el DPS el 26 de noviembre de 2014, en el que 

resultaron beneficiadas 323 familias con una vivienda de interés prioritario, 

programa 100 mil viviendas gratis, dentro del Macro Proyecto Ciudad del 

Bicentenario, manzana 76 A. 

 

11) Copia de la noticia publicada por el diario El Universal de la ciudad de Cartagena 

el 27 de diciembre de 2014, sobre el sorteo realizado por CORVIVIENDA el 26 de 
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diciembre de 2014, en que resultaron seleccionadas 108 familias para postularse a 

igual número de viviendas de interés prioritario, programa 100 mil viviendas gratis, 

dentro del Macro Proyecto Ciudad del Bicentenario, manzana 76 A. 

 

12) Copia del pantallazo de la solicitud radicada ante el DPS, mediante la cual se pide 

copia de la Resolución 02261 de 2014 en la que se relaciona el listado de las 

familias que pueden ser aspirantes a la postulación de la convocatoria de 

FONVIVIENDA a la Ciudad del Bicentenario. 

 

 

5. NOTIFICACIONES  

 

Recibiremos toda clase de notificaciones en la Avenida Pedro de Heredia Sector Escallón 

Villa Calle 31 # 55-56, diagonal a la Plaza de Toros o Celulares 3008396658 y 

3014798383; correos electrónicos emedinab@unicartagena.edu.co.  y/o 

castimar2001@yahoo.com.mx 

 

La demandada recibe notificaciones en la Av. Pedro de Heredia, Calle 30 # 18 B 158, 

Barrio el Espinal Teléfono 6606707 o 6606853 de Cartagena de Indias.  

 

Atentamente,  

 

_________________________________ _________________________________ 

EDWIN MEDINA BARACALDO  MARIA CASTILLA MELENDEZ 

C. C. No. 7.225.246 de Duitama  C.C. No. 45.451.761 de Cartagena   

 

mailto:emedinab@unicartagena.edu.co
mailto:castimar2001@yahoo.com.mx
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Decisión 

Con fundamento en lo expuesto, la Sala Sexta de Revisión de la Corte Constitucional, 

administrando justicia en nombre del pueblo, y por mandato de la Constitución Política, 

 

RESUELVE 

 

Primero: LEVANTAR la suspensión de términos para decidir el presente asunto 

decretada por auto del 31 de octubre de 2014. 

 

Segundo: REVOCAR la sentencia de única instancia del 11 de marzo de 2014 proferida 

por el Juzgado Promiscuo de Familia de Puerto Asís Putumayo, y en su lugar, 

CONCEDER el amparo solicitado por el actor de su derecho fundamental a la vivienda 

digna, en particular, el derecho a recibir una información adecuada, veraz, oportuna y 

accesible en términos diferenciales, así como la obligación de las entidades públicas de 

eliminar barreras administrativas para el acceso al procedimiento administrativo de 

asignación de subsidios de vivienda en especie, que forman parte del núcleo esencial de 

ese derecho.  

 

Tercero: ORDENAR al Fondo Nacional de Vivienda - FONVIVIENDA y al 

Departamento Administrativo para la Prosperidad Social – DPS, que en el perentorio 

término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, 

procedan a informar de manera, clara y concreta, la actual situación del actor frente a la 

adjudicación del subsidio de vivienda en especie, en los estrictos términos del fundamento 

jurídico 46 de esta providencia. 

 

Cuarto: ORDENAR al Fondo Nacional de Vivienda – FONVIVIENDA al Fondo 

Nacional de Vivienda - FONVIVIENDA, que una vez realice la apertura de las 

convocatorias para postulación  de los proyectos de soluciones de vivienda en Bogotá o 

Putumayo a los que se encuentra calificado el actor, le notifique personalmente este acto 

administrativo y además, no exija al hogar del accionante que nuevamente radique 

documentos y surta el proceso de postulación para considerar si puede ser o no beneficiario 
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del subsidio. A tal efecto deberá utilizar la documentación del hogar del actor que reposa 

en sus archivos desde la convocatoria del año 2007 y, en caso de requerir aclaraciones o 

actualizaciones sobre la misma, deberá comunicárselo por el medio más expedito y eficaz. 

 

Quinto: ORDENAR al Fondo Nacional de vivienda – FONVIVIENDA que en el 

perentorio término de ocho (8) meses contados a partir de la notificación de esta sentencia, 

adelante los procesos para dotar a los desplazados de la información exigida por la Ley 

1712 de 2014, sea en su página web, informando como operan las nuevas políticas públicas, 

la situación particular de los hogares que participan en los procesos administrativos de 

asignación de subsidios de vivienda en especie, con la finalidad de asegurar su acceso y la 

transparencia en la gestión. 

 

Sexto: ORDENAR al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, al Fondo Nacional de 

Vivienda – FONVIVIENDA y al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social 

– DPS, que en el término perentorio de ocho (8) meses contados a partir de la notificación 

de esta sentencia, informen a la Sala de Seguimiento de la Sentencia T–025 de 2004, para 

lo de su competencia, la implementación de las medidas para no restringir los derechos de 

acceso los procedimientos administrativos de asignación de subsidios de vivienda, 

mediante exigencias desproporcionadas para los desplazados en estado de “calificado” y 

“asignado” de la convocatoria del año 2007, puesto que las prácticas de solicitud de 

documentos para postulación de los hogares a las convocatorias de FONVIVIENDA, que 

han sido expuestas en esta providencia, pueden llegar a ser inconstitucionales, si se 

vislumbra, en cada caso concreto que son desproporcionadas. 

 

Séptimo: EXHORTAR al Fondo Nacional de Vivienda – FONVIVIENDA y al 

Departamento Administrativo para la Prosperidad Social – DPS, para que con fundamento 

en el principio de colaboración armónica y coordinación estratégica en el ejercicio de las 

competencias compartidas, aúnen esfuerzos para adelantar hasta su terminación, los 

procedimientos de adjudicación definitiva de subsidios de vivienda en especie que se 

encuentren pendientes. 
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Octavo: ORDENAR al Fondo Nacional de Vivienda – FONVIVIENDA y al 

Departamento Administrativo para la Prosperidad Social – DPS, para que dentro de los 

ocho (8) meses siguientes contados a partir de la notificación de esta sentencia, presenten a 

la Sala Especial de Seguimiento de la sentencia T–025 de 2004, un informe en el que 

expongan de manera justificada, con indicadores de gestión, del cumplimiento de las 

órdenes proferidas en esta sentencia, en especial la situación de los proyectos urbanísticos 

que consolidan la oferta de soluciones de vivienda a la población desplazada, su iniciación, 

desarrollo y finalización, para de esta manera determinar una fecha de entrega efectiva a 

sus beneficiarios. 

 

Noveno: TRASLADAR sendas copias pruebas aportadas en este proceso, contenidas en 

los informes rendidos por el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social – 

DPS6 y por el Fondo Nacional de Vivienda - FONVIVIENDA7, con destino a la Sala 

Especial de seguimiento de la Sentencia T – 025 de 2004 para lo de su competencia. 

 

Décimo: OFICIAR a la Procuraduría General de la Nación, para que en ejercicio de sus 

competencias contenidas en el artículo 23 de la Ley 1712 de 2014, realice especial 

seguimiento al cumplimiento de la orden contenida en el numeral anterior. 

 

Décimo primero: ORDENAR al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, al Fondo 

Nacional de Vivienda – FONVIVIENDA y al Departamento Administrativo para la 

Prosperidad Social – DPS, para que en ejercicio de sus competencias difundan el contenido 

de la presente sentencia en todas las dependencias encargadas de la atención de población 

desplazada y conminen a sus funcionarios a garantizar el acceso a la información de la 

                                                           
6 Que obra a folios 27 a 64 del cuaderno de revisión. 
7 Que obra a folios 66 a 82 del cuaderno de revisión. 
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población desplazada en materia de subsidios de vivienda, como parte del núcleo esencial 

del derecho fundamental a la vivienda digna. 

 

Décimo segundo: Por Secretaría General, líbrense las comunicaciones previstas en el 

artículo 36 del Decreto Ley 2591 de 1991.  

 

 

Notifíquese, comuníquese, publíquese en la Gaceta de la Corte Constitucional y 

cúmplase. 

 

GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO 

 

Magistrada 

 

 

MARTHA VICTORIA SÁCHICA MÉNDEZ 

 

Magistrada (E) 

 

 

JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB 

 

Magistrado 

 

 

ANDRÉS MUTIS VANEGAS 

 

Secretario General (E) 
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Este viernes 19 de septiembre vence el plazo para que desplazados de Cartagena se 

postulen en proyecto de viviendas ciento por ciento subsidiadas 

La convocatoria abierta es para el proyecto Ciudad Bicentenario, que se desarrolla 

en la capital de Bolívar. 

  

Este es el proyecto Ciudad Bicentenario, para el cual hay convocatoria abierta. Fotografía 

René Valenzuela MVCT. 

  

 

  

Bogotá D.C., martes 16 de septiembre de 2014. (MVCT).- El Ministro de Vivienda, 

Luis Felipe Henao Cardona, recordó hoy que este viernes 19 de septiembre vence el plazo 

para que desplazados que habitan en la ciudad de Cartagena, y que están priorizados en los 

listados del Departamento para la Prosperidad Social, DPS, se postulen al programa de las 

viviendas para los más vulnerables. 

 

La convocatoria que se vence, y que está abierta desde el pasado 10 de septiembre, es para 

el proyecto Ciudad Bicentenario, manzana 76 A, en donde hay 425 viviendas en oferta. 

 

“Vale la pena resaltar que se pueden postular únicamente los hogares que están 

relacionados en los listados del DPS, como hogares potencialmente beneficiarios de esta 

importante política social, de los cuales hacen parte las familias en Red Unidos, 

desplazados y damnificados por ola invernal o desastres naturales”, dijo el Ministro. 
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El proceso de selección de los hogares desplazados beneficiarios de programas de vivienda 

gratuita está establecido en Ley 1537 de 2012 y los decretos 1921 de 2012 y 2164 de 2013. 

Los hogares que deseen acceder a vivienda gratuita deben aparecer registrados en el 

sistema de información de la Red para la Superación de la Pobreza Extrema Unidos 

(Siunidos) así como el Registro Único de Población Desplazada (RUPD) e inscribirse en 

las convocatorias públicas que están abiertas. 

 

Así lo han hecho ya 40.000 hogares desplazados del país que hoy disfrutan de viviendas 

gratuita, en el marco del programa de las 100.000 viviendas gratis que construye el 

Gobierno Nacional. Estas familias representan el 72,5% del total de hogares que han 

recibido subsidio familiar de vivienda hasta la fecha dentro de este programa. 

 

En la Plaza de Toros sortearon 323 apartamentos de Ciudadela Bicentenario 

EL UNIVERSAL 

@ElUniversalCtg 

CARTAGENA 

26 de Noviembre de 2014 12:25 pm 

 

La asistencia fue masiva. // EL UNVIERSAL

Desde las 11 de la mañana de este 

miércoles en la Plaza de Toros de Cartagena comenzó el sorteo de los 323 apartamentos 

https://twitter.com/ElUniversalCtg
http://www.eluniversal.com.co/sites/default/files/201411/plaza_de_toros_2.jpg
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del proyecto Ciudadela Bicentenario que entrega el Gobierno nacional a través del 

programa de las 100 mil viviendas gratis. 

El alcalde de Cartagena, Dionisio Vélez, la directora general encargada de la Agencia 

Nacional para la Superación de la Pobreza Extrema (ANSPE), Margarita Barraquer, y la 

directora de Gestión de Oferta Institucional y Territorial, Juliana Sánchez Calderón, 

asistieron al evento. Las personas empezaron a hacer filas desde temprano para poder 

ingresar a la Plaza de Toros para el sorteo. 

Para la realización de este proyecto, la ANSPE invirtió $14.695.204.481 en la compra de 

las unidades de vivienda y el pago de la supervisión de las mismas. Los beneficiarios son 

personas en condición de pobreza extrema que son acompañadas por la ANSPE y que 

hacen parte de la red de "4405 hogares UNIDOS" de esta Agencia. 

Además de estos 323 apartamentos, también se realizó el sorteo de la nomenclatura de 17 

viviendas adicionales, que son asignadas directamente a 17 familias desplazadas que 

contaban con Subsidio Asignado por Fonvivienda desde 2007.   

Yaneth López Medrano, una de las beneficiadas, empezó a gritar cuando vio que sacaban 

su balota y que su familia era una de 323 que hoy recibieron casa nueva en el sorteo, que 

se realizó entre más de 4 mil familias. 

“Vinimos con toda la fe de nuestro señor, que es el todo poderoso. Quedamos sin galillo 

para gritar, estábamos gritando como locos cuando supimos que habíamos sido 

seleccionados”, dijo con emoción. 

Yaneth ya no tendrá que dormir en la casa de su abuela, donde vivía hacinada con otros 

miembros de su familia, desde hoy podrá decir que tiene apartamento y disfrutar de él. 

“Los que vamos a vivir en la nueva casa somos 5:  mi señor, mis tres hijos y yo. Nosotros 

vivíamos en Playa Blanca en una casa pequeña donde mi abuela, allí también vivía mi 

papá, mi hermanos, mi abuela, una prima, mi marido, mis hijos y yo”, agregó. 
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Corvivienda sorteó 108 casas para familias desplazadas 

EL UNIVERSAL 

@ElUniversalCtg 

CARTAGENA DE INDIAS 

27 de Diciembre de 2014 12:02 am 

 

La gerente de Corvivienda, María Elena Vélez, lideró el sorteo de viviendas.// 

CORTESÍA 

Con el acompañamiento de representantes de la Personería Distrital, la Defensoría 

del Pueblo y la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV), la 

gerente de Corvivienda, María Elena Vélez, lideró el sorteo de 108 viviendas a familias 

víctimas del desplazamiento. 

Los apartamentos, que fueron sorteados en la mañana de ayer, tienen un área de 44.32 

metros cuadrados y están ubicados en la manzana 76A de Ciudad del Bicentenario. 

La asignación de los mismos se financió con los subsidios de vivienda, cada uno 

por valor de 43 millones 120 mil pesos, que otorgó el Gobierno Nacional, a través del 

Fondo Nacional de Vivienda (Fonvivienda). 

Por esto, no se requirió de cierre financiero, ni de aportes complementarios del Fondo de 

Vivienda de Interés Social y Reforma Urbana Distrital - Corvivienda. 

https://twitter.com/ElUniversalCtg
http://www.eluniversal.com.co/cartagena/corvivienda-sorteo-108-casas-para-familias-desplazadas-180555
http://www.eluniversal.com.co/cartagena/corvivienda-sorteo-108-casas-para-familias-desplazadas-180555
http://www.eluniversal.com.co/cartagena/corvivienda-sorteo-108-casas-para-familias-desplazadas-180555
http://www.eluniversal.com.co/cartagena/corvivienda-sorteo-108-casas-para-familias-desplazadas-180555
http://www.eluniversal.com.co/sites/default/files/201412/sorteo.jpg
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LOS ASPIRANTES 

Para seleccionar a las personas que participarían del sorteo de las viviendas, se tuvo en 

cuenta la condición de extrema vulnerabilidad de la población desplazada, no sólo por el 

hecho mismo del desplazamiento sino porque en la mayoría de los casos se trata de madres 

cabeza de familia, menores de edad, minorías étnicas y personas de la tercera edad. 

Las familias preseleccionadas aportaron la documentación exigida para su revisión y 

verificación. Terminado este proceso, previo el cumplimiento de los requisitos, se 

asignaron los 108 subsidios de vivienda en el proyecto constructivo de vivienda de interés 

social, Ciudad del Bicentenario. 

Un total de 175 familias aspiraban a ser beneficiadas con dicho subsidio. 
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 c). Ponencia elaborada no presentada 

Se presenta esta producción documental de la ponencia “Proyecto de investigación socio 

jurídica “acceso a subsidio de vivienda de interés prioritario: ¿ruta o laberinto?”, que fue 

elaborada por el equipo de investigación para participar de la Convención Científica 

organizada por RIESCAR durante el mes de octubre de 2014. 

 

PROYECTO DE INVESTIGACIÓN SOCIO JURÍDICA “ACCESO A SUBSIDIO 

DE VIVIENDA DE INTERES PRIORITARIO: ¿RUTA O LABERINTO? 

 

Las rutas de acceso a él se convierten en laberintos interminables 

 

Autores: 

MARIA CASTILLA MELENDEZ8 

EDWIN MEDINA BARACALDO9 

 

RESUMEN 

 

Las entidades estatales encargadas de gestionar los procedimientos para el acceso a una 

vivienda en condiciones dignas para las víctimas de desplazamiento forzado, han cometido 

faltas por acción u omisión en algunas de las etapas del mencionado proceso al realizar la 

selección de las personas que finalmente integran el listado de elegibles al beneficio del 

subsidio de vivienda gratuita. 

                                                           
8 Investigadora semillero de Mujer Desplazada y Conflicto Armado, Universidad de Cartagena, Décimo 

semestre de derecho, castimar2001@yahoo.com.mx , Cartagena de Indias, barrio las Gaviotas manzana 38 

lote 19 primera etapa 
9 Investigador semillero de Mujer Desplazada y Conflicto Armado, Universidad de Cartagena, Décimo 

semestre de derecho, edromeba@yahoo.es, Cartagena de Indias, barrio Gaviotas manzana 6 lote 10, tercera 

etapa 

mailto:castimar2001@yahoo.com.mx
mailto:edromeba@yahoo.es
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Estas entidades, que se encuentran articuladas para realizar la gestión de selección de los 

beneficiarios del subsidio de vivienda gratuita, son: 

 FONVIVIENDA. Encargada por el Ministerio de Vivienda para la contratación en 

los proyectos de vivienda 

 DPS. Departamento de Prosperidad Social. Se encarga de publicar los listados de 

los beneficiarios al sorteo de las viviendas que se van a asignar. 

 Cajas de Compensación Familiar –CCF. Encargadas de verificar el cumplimiento 

de documentación y requisitos de las víctimas que aspiren a beneficiarse del 

subsidio de vivienda gratuita. 

Desafortunadamente, la articulación no surte los efectos deseados, porque generalmente, 

la entidad evade la responsabilidad asignándola a alguna de las otras entidades 

involucradas en el proceso, relegando al usuario víctima, a un interminable deambular por 

los estrados judiciales sin obtener una respuesta o una ayuda efectiva a su problema. La 

Judicatura también tiene alguna responsabilidad. 

 

INTRODUCCION 

 

Los colombianos que han sido víctimas del conflicto armado y por esta razón se vieron 

obligados a abandonar sus tierras, ya sea por amenazas directas, por temor a sufrir daños 

en la integridad física de su núcleo familiar o proteger a sus familiares del reclutamiento 

forzado, por parte de los grupos al margen de la ley, se encuentran errantes, producto del 

desplazamiento, sin una luz de esperanza para poder establecerse, radicarse o ubicarse de 

forma cómoda y digna, debido a las trabas burocráticas que las instituciones públicas se 

han encargado de implementar. 

Aunque bien es cierto que es una labor titánica y muy difícil de llevar a cabo, la vivienda 

para todos los desplazados sería una utopía que no se logrará, pero la Ley de víctimas 

otorga unos lineamientos, que brindan una ruta para el acceso al subsidio de vivienda a las 

personas que se encuentran incluidas en el Registro Único de Víctimas. 
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Esta ruta es la que ha sido tratada de tal forma que se manipulan, arbitrariamente, los 

listados de las víctimas que se incluyen en el sorteo final de las soluciones de vivienda, 

que se adjudican en los proyectos de vivienda organizados por el Ministerio Vivienda, a 

través del Fondo Nacional de Vivienda – FONVIVIENDA, con la colaboración de las 

Cajas de Compensación Familiar- CCF, que operan en cada una de las regiones del 

territorio nacional. 

PROYECTO DE INVESTIGACIÓN SOCIO JURÍDICA “ACCESO A SUBSIDIO 

DE VIVIENDA DE INTERES PRIORITARIO 100% GRATUITA: ¿RUTA O 

LABERINTO? 

El artículo 51 Constitucional reza “Todos los colombianos tienen derecho a vivienda 

digna”, estableciendo el goce de un derecho, que aunque no es de índole fundamental por 

sí mismo, lo es por conexidad con el de vida digna y mínimo vital, los cuales son derechos 

de primera generación y es compromiso del Estado social de derecho garantizar su disfrute. 

El ciudadano del común tiene a su disposición las herramientas para accionar ante la 

jurisdicción a las entidades estatales para la protección de los derechos fundamentales 

mencionados, proporcionadas por el artículo 86 Superior, convirtiendo a la Carta Superior 

del 91 como un instrumento con un enfoque social supremo y con visos de ser el tesoro al 

final del arco iris que todos los colombianos esperamos encontrar. 

Eso, en el papel ha quedado muy bien para presentarlo ante la comunidad internacional 

como un Estado protector y garante de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional 

Humanitario; que conjugado con la Ley 1448 de 2011, ‘Ley de Víctimas del conflicto 

armado interno’, se transforma en promesa de paraíso a quienes han vivido el infierno del 

desplazamiento por el conflicto armado, en el contexto de justicia transicional que vive el 

país aun cuando el conflicto no ha terminado y los grupos armados al margen de la Ley 

parecen fortalecerse con el beneplácito gubernamental, otorgándoles un estatus que es 

polémico y cuestionable (en el actual proceso de negociación); aunque los primeros pasos 

que da el gobierno en pro de la paz duradera, con las conversaciones en la Habana, siempre 

tendrán contradictores y defensores del procedimiento que se utiliza para conseguir el fin 

último de paz duradera. 
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Esta promesa de paraíso para las víctimas del conflicto armado, fue revelada al secretario 

general de la ONU señor Ban Ki Moon en el año 2011 durante una visita a Colombia para 

la revisión de la política de atención a víctimas y la protección de sus derechos; visita para 

la que era indispensable una buena primera impresión, con lo cual se convirtió esta, en una 

Ley hecha para presentar con flores multicolores, una realidad paralela a la que se presenta 

a diario en las diferentes sedes de la Unidad de Víctimas, entidad encargada de efectivizar 

el cumplimiento de la Ley de víctimas. 

Ya en 2013 se presentó un análisis del avance de la Ley de Víctimas por parte de TIERRA 

VIDA Y DIGNIDAD(Informe del primer año de implementación de la Ley 1448 de 

2011)10 en el cual, se dividía el análisis en varios aspectos; i) la resolución 1956 de la 

UARIV (Unidad de Víctimas)sobre la priorización de la atención a víctimas, ii) la 

estabilización socio económica, iii) la política de retorno y iv) la política de vivienda, sobre 

la cual profundizaremos; análisis en el cual se ‘raja’ la gestión gubernamental en todos los 

aspectos mencionados. 

En el mencionado informe, uno de los aspectos que se analiza es la política de vivienda y 

las falencias que presentaba hasta ese momento, las cuales son: 

a) La pérdida de derechos asignados por vencimiento de fecha para hacerlo efectivo,  

b) La poca cobertura que presentó en sus inicios la Entidad encargada del programa 

de ejecución y  

c) Los intereses clientelistas y politiqueros,  

Falencias que, vergonzosamente, aún persisten, pero con el agravante que las Entidades 

encargadas del manejo del programa tienen la experiencia de tres años de trabajo sobre 

esta Ley y no es admisible la excusa de la falta de información que recurrentemente 

presentan; igualmente, los constantes cambios que se realizan a nivel administrativo, 

constituyen una permanente traba en la gestión y ejecución de los programas encargados 

ya que, han cambiado en varias oportunidades la razón social de la entidad encargada, así 

mismo, cambian algunos de los lineamientos trazados para la entidad anterior. 

                                                           
10 Informe elaborado por Alfonso Castillo como asesor de Campaña Permanente Tierra, vida y Dignidad, 
Abril 2 de 2013. 
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ENTIDADES PÚBLICAS ENCARGADAS DE LA GESTION EN POLITICA DE 

VIVIENDA 

Las entidades que se encuentran articuladas para el desarrollo del programa de vivienda 

son el DPS (Departamento de Prosperidad Social) y el Fondo Nacional de Vivienda 

FONVIVIENDA del Ministerio de Ciudad Vivienda y Territorio, entidades que utilizan la 

intermediación de las Cajas de Compensación Familiar CCF regionales para la 

tramitología requerida en cada una de sus sedes, para la captación de la documentación 

necesaria, que deben presentar las víctimas con la ilusión de acceder al subsidio de 

vivienda gratuita; inicialmente, con las directrices de la entidad del Minvivienda como es 

FONVIVIENDA. Pero, lamentablemente se presentan desajustes en la articulación de las 

entidades involucradas que perjudican directamente a las víctimas del conflicto, causando 

en repetidas ocasiones violaciones a derechos fundamentales. 

Esta es una realidad de a puño, cuando se presentan reclamos por parte de víctimas que 

afirman una continua y sistemática violación a sus derechos fundamentales pero sin saber 

exactamente a quien señalar, porque el contacto directo de las víctimas es con las Cajas de 

Compensación Familiar (CCF), dispuesto así por el sistema. Cuando se presenta algún 

reclamo, este se diluye entre las rendijillas de la burocracia que ha logrado enredar 

igualmente a la rama jurisdiccional, que con fallos en los cuales los jueces afirman no 

poder entrar a decidir por una entidad pública, se relegan a ordenar una respuesta de fondo 

a los clamores de los afectados.  

Aunque no es claro aún, si las entidades encargadas de la implementación del sistema, se 

habrán dado cuenta que incurren en violaciones de carácter constitucional al omitir las 

obligaciones legislativas atribuidas, ya que  el artículo 51 Superior que establece: “El 

Estado fijará las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho y promoverá 

planes de vivienda de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y 

formas asociativas de ejecución de estos programas de vivienda”, se articula con el 

precepto 209 sobre la función administrativa para una actuación acorde con la política del 

ESD; esta función tiene como pilares, los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 

economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la 

delegación y la desconcentración de funciones. 
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La incógnita sobre si las entidades encargadas de la implementación del sistema de la 

política de vivienda no se dan cuenta de la infracción  que cometen, se presenta por la 

recurrencia en su ‘plan de acción’, pues este excluye, de manera fulminante, solicitudes de 

subsidio de vivienda presentadas con anterioridad por las víctimas, disminuyendo 

consecuentemente el número de participantes en los sorteos de asignación de viviendas 

para el grupo más vulnerable de la población focalizada para este evento. Para ilustrar 

mejor la anterior mecánica, es de mencionar que las entidades correspondientes, realizan 

CONVOCATORIAS para que las víctimas se inscriban en las CCF, adjuntando la 

documentación necesaria, que se revisa y clasifica, con lo que elaboran un listado de 

postulantes que finalmente entrarán a un sorteo, para definir los beneficiarios del subsidio 

de vivienda gratuita. 

LAS VIOLACIONES A LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS 

A) Las violaciones se presentan cuando las CONVOCATORIAS, se realizan de forma 

intempestiva y con poca anterioridad, lo que dificulta la comunicación y efectiva 

publicidad hacia la población objetivo del programa, vulnerando un principio de 

publicidad e igualdad.  

B) También se presenta una violación a derechos fundamentales, al obligar en cada 

CONVOCATORIA, a todas las víctimas a inscribirse nuevamente, de tal forma 

que las víctimas que se han inscrito en una convocatoria anterior, quedan excluidas 

automáticamente del nuevo proceso;  presentando un problema adicional, ya que 

existen casos en los que algunas víctimas son excluidas del proceso por presentar 

doble inscripción, siendo una contradicción con el requisito anterior.  

C) Otra situación que se presenta con muchísima frecuencia, es cuando al presentar 

una nueva inscripción, las condiciones del núcleo familiar han cambiado y por esta 

razón se excluyen al presentar “cambio en el grupo familiar por exclusión o 

inclusión de un miembro”, situación que presenta igualmente contradicción, con la 

exigencia de actualización de los datos que deben presentar en cada inscripción. 

En Cartagena, los derechos fundamentales de las víctimas del conflicto por desplazamiento 

forzado se vulneran constante y reiteradamente por parte de las entidades estatales que, 

paradójicamente  han sido instituidas para la protección y efectivización de estos derechos. 
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Esta vulneración la encontramos, primero en el rechazo de plano del principio de buena fe, 

negándolo a toda la población víctima del conflicto, cuando las entidades imponen cargas 

probatorias a los desplazados con informes de los cuales las mismas entidades tienen 

manejo y conocimiento; igualmente, se encuentra violación de este principio en las 

actuaciones específicamente, de FONVIVIENDA y el MINVIVIENDA, cuando se apoyan 

en informes de instituciones NO competentes para determinar la propiedad de los bienes 

inmuebles. 

Esta carga se ha convertido en un karma para la población que se ve disminuida en 

posibilidades de acceder a una vivienda, pues cuando se desplazan y llegan a una ciudad o 

municipio extraño, enfrentan el rechazo de la comunidad, acto seguido, como se tienen 

que ubicar en alguna zona, al hacerlo de manera organizada (por llamarlo de alguna forma), 

se instalan en predios baldíos y solicitan ayuda de los entes territoriales, los cuales llegan 

con las consabidas cargas tributarias en el mejor de los casos, y con los estudios para 

alimentar la base de datos de una de las entidades catastrales de orden nacional, como es 

el Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), que aunque no es malo el desarrollo del 

estudio, extralimita sus funciones al afirmar que una persona que está allí de manera 

obligatoria y sin ninguna seguridad jurídica de permanencia, sea un PROPIETARIO, título 

que según el código civil, únicamente debe ser confirmado por la autoridad del Registro 

de Instrumentos Públicos, ente competente exclusivo para dictar esta condición. 

Así pues, a la víctima se  le impone la carga de probar que no es propietario, cuando la ley 

ya lo está diciendo y se le castiga con la exclusión del listado de personas que cumplen 

requisitos para acceder al subsidio de vivienda antes de  preguntarle si esa situación es 

cierta o pedir que aporte lo concerniente para probar lo contrario; invirtiendo el principio 

de la carga de la prueba que estipula que quien debe probar es quien afirma una situación. 

Segundo derecho vulnerado, VIVENDA EN CONDICIONES DE DIGNIDAD. Cuando 

las víctimas que solicitan el subsidio de vivienda y se encuentran inscritos en el RUV y en 

la RED UNIDOS (Población en pobreza extrema), es porque no tienen una vivienda en 

condiciones dignas, fácilmente demostrable con las visitas de campo que DEBEN 

REALIZAR las entidades a los sitios de residencia de las víctimas, pues en los casos en 

que la población invade algún predio, carece de los servicios públicos domiciliarios básicos 
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y vías adecuadas, lo cual resulta en unas condiciones paupérrimas de vivienda, que de 

acuerdo a lo demostrado por las entidades encargadas de los estudios y caracterización de 

esta población, en nada interesan al Gobierno. 

Tercer derecho vulnerado, MINIMO VITAL, derecho que se encuentra en la Carta Política 

como si fuera un artículo de relleno o de adorno, pues a las entidades públicas les interesa 

poco o nada cuando este derecho se vulnera reiteradamente. ¿Y se puede ver en qué forma? 

Cuando la población desplazada, para evitar las condiciones paupérrimas de la situación 

anterior, se establece en un barrio marginal pero con los servicios básicos y alguna trocha 

como vía, con la condición de pagar un valor de arrendamiento, que en la ciudad de 

Cartagena no es nada barato, pero que la UARIV afirma incluirlo en la Ayuda Humanitaria 

que se le entrega a un desplazado, con un monto de $270.000 y en el mejor de los casos 

$320.000, valor que según la ley de víctimas debe ser entregado cada tres meses, podría 

ser considerado aceptable, bajo las condiciones de frecuencia de entrega, pero que 

lastimosamente NO SE CUMPLEN, dado que la misma UARIV, no permite que una 

persona que ha recibido una ayuda se “enturne” antes de los tres meses siguientes, lo cual 

lleva a prorrogar el término estipulado en la ley de víctimas, alargando los  “tres meses” a 

ocho en el mejor de los casos. $320.000 para pagar arriendo durante ocho meses. Como 

nos gustaría que FONVIVIENDA y la UARIV construyeran viviendas y las asignaran con 

esas condiciones. 

 La estrategia a seguir por parte del gobierno es promocionar la política de las “Cien mil 

viviendas gratis”, pero, se encarga de filtrar los aspirantes para excluir la mayor cantidad 

posible y ‘enmarcar’ las estadísticas de viviendas entregadas versus aspirantes presentados 

con resultados como: “se entregaron 700 soluciones de vivienda para un grupo de 1200 

aspirantes, estamos cumpliendo con más del 58% de cubrimiento. “¡Eso es prosperidad 

para todos!”, pero la realidad es otra. 

Otro elemento que se suma a esta realidad es el manejo de la información y la manipulación 

en la publicación de las convocatorias que realiza FONVIVIENDA, puesto que, entre los 

requisitos para acceder al subsidio de vivienda contemplados en el Decreto 1921 de 201211, 

                                                           
11 Decreto que reglamenta los artículos 12 y 23 de la Ley 1537 de 2012, que facilita el desarrollo urbano y 
el acceso a la vivienda. 
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se encuentra el de la inscripción en las Cajas de Compensación Familiar, pero que se ha 

manipulado de tal forma que, es obligatorio que el aspirante al subsidio debe inscribirse 

en todas y cada una de las convocatorias que emita el Ministerio de Vivienda hasta 

que se dé el milagro de la asignación de su vivienda. Esto, limitado por la escasa o nula 

publicación de las convocatorias que realiza el Ministerio, aunado a las limitantes propias 

de la población desplazada, porque para una persona en condiciones normales, sin nada 

que hacer en todo el día más que  estar conectado en internet explorando las páginas de las 

entidades encargadas de “publicar” sus actos administrativos, podría enterarse a tiempo 

para inscribirse en alguna convocatoria (Que en los últimos 10 años solo se han abierto 

cuatro). Pero esta situación para una persona desplazada que tiene que hacer milagros de 

multiplicación de panes para dar de comer a su núcleo familiar, difícilmente se entera del 

cierre, mucho menos de la apertura de las mencionadas convocatorias, solo tienen la opción 

de preguntar en las Cajas de Compensación Familiar en donde NUNCA encuentran una 

convocatoria abierta y de la misma manera, NUNCA saben cuándo se va a abrir alguna 

convocatoria. 

En el caso de las Cajas de Compensación Familiar, se evidencia una negligencia y una 

desidia latente de manera permanente con la atención hacia la población en situación de 

desplazamiento, cuando, en virtud del abanderado principio de solidaridad, debería ser la 

mejor atendida por estas entidades, pero que en realidad no lo es, muy seguramente porque 

como ese conglomerado no aporta a las arcas de la entidad, lo toman como una 

“obligación”  que puede ser opcional, en el sentido que, el funcionario de turno puede o 

no recibir la documentación que pretende entregar el desplazado para ser tenido en cuenta 

como un aspirante a recibir subsidio de vivienda. 

En realidad, en el transcurrir diario en atención de esta población se puede evidenciar la 

realidad de que la política de vivienda para población desplazada y en extrema pobreza 

que pregona la administración NO SE CUMPLE, porque los intereses están puestos en el 

beneficio de los ‘caciques electorales’ que controlan los hilos de las entidades; de otra 

forma no se entiende el porqué de las trabas y talanqueras institucionales para ‘estar’ en el 

grupo de aspirantes que participan en un sorteo de asignación de vivienda. 
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Como las cosas que se hablan en foros y convenciones se quedan generalmente en palabra, 

hablando del deber ser y del ser, presentamos casos puntuales con la demostración de lo 

expuesto. 

1° MARTHA ELENA MORALES CASTILLA, desplazada del municipio de Turbaco, 

madre cabeza de familia con tres hijos menores de edad, uno de ellos con problemas 

cutáneos por causas que ya expondremos, se presentó a convocatoria del año 2010 y 

afortunadamente fue incluida en el sorteo del cual no salió favorecida. Su caso, vive en el 

sector de Henequén en un relleno sanitario donde se ubica su vivienda, una “casa” que se 

encuentra en zona de riesgo por deslizamiento. Se ve obligada a habitar allí porque no 

posee ingresos que permitan el pago de un canon de arrendamiento, depende de la ayuda 

humanitaria y del rebusque. Como es un relleno sanitario, la insalubridad es latente, razón 

por la cual, el menor de los niños padece erupciones cutáneas que le invaden su cuerpo y 

se convierten en un factor de enajenación psicológica. Ha solicitado la vivienda por todos 

los mecanismos legales disponibles y nada se ha logrado, aún cuando posee las condiciones 

de vulnerabilidad que se supone, son prioridad para la ley de víctimas. 

2° ANDIS SARMIENTO, Desplazado de María la Baja, analfabeta con esposa y tres hijos, 

cuando llegó a Cartagena estuvo dando vueltas con su familia hasta que encontró un rancho 

en el sector de Boston que le arrendaron, el IGAC alimenta su base de datos con 

información de encuestas entre la comunidad de este sector para la instalación de los 

servicios públicos domiciliarios, con preguntas sobre cuantas personas habitan la vivienda 

y el nombre del jefe de hogar. Se presentó a la convocatoria de 2010 pero fue rechazado 

por un cruce en la información con el IGAC en donde aparece como ‘propietario’ de un 

bien inmueble en el sector de Boston, solicitó la reposición del rechazo, el cual fue negado 

por encontrarse fuera del término legal, cuando se acercó a la Caja de Compensación 

familiar para informarse del rechazo de su solicitud le hicieron firmar un documento sin 

saber su contenido… era la notificación de la resolución de rechazo, la cual manipularon 

para demostrar la caducidad del derecho de reponer. Actualmente, se encuentra tratando 

de hacer valer por vía judicial el cumplimiento de requisitos para acceder a la vivienda, 

pues su rechazo fue infundado,  no es propietario del bien inmueble que habita, dado que 

fue una información errada del IGAC. Sufre las consecuencias. 
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3° MARTHA CASTRO. Desplazada de Carepa se encuentra en situación de discapacidad, 

con una hija, su esposo se marchó del hogar pero antes de eso, ella se presentó en la 

convocatoria de 2004, sin que  fuera llamada hasta el 2010, fecha en que su cónyuge ya no 

convivía con ella. De buena fe, informó esta situación ante la Caja de Compensación 

Familiar, pero la respuesta fue un castigo adicional al dolor de ver fraccionado su núcleo 

familiar, “rechazo por variar el núcleo familiar presentado inicialmente”, pues cuando se 

presentó inscribió a su cónyuge, su hija y ella en situación de discapacidad; pero para la 

nueva convocatoria no presentaba el mismo núcleo, causal de exclusión inmediata, 

confirmada por fallo de tutela en firme. Doble dolor para un núcleo familiar que ha sido 

víctima del conflicto, ¿Cuánto dolor debe sufrir una víctima del conflicto? ¿No es esta otra 

forma de Re victimización por parte del mismo Estado que pretende garantizar sus 

derechos? ¿No se vulneran los derechos de la población al obligarlos a inscribirse cada vez 

que hay convocatoria? Si es una nueva convocatoria, ¿porque se tienen en cuenta los datos 

de una convocatoria anterior? Son interrogantes que quedan en el aire y por lo expuesto 

hasta el momento, sin respuesta lógica y jurídica por parte de las entidades competentes.  

Y así son numerosos los casos de los cuales se tiene conocimiento en la ciudad de 

Cartagena, porque los afectados han llegado al consultorio jurídico de la Universidad de 

Cartagena para solicitar la orientación; pero ¿cuantos serán los casos a nivel nacional? 

Actualmente, los estudiantes del consultorio jurídico de Derecho y Desplazamiento 

Forzado, trabajamos en la forma de dar una solución para encausar a estas víctimas en el 

camino de la materialización de sus derechos como sujetos especiales de derecho. 

De lo anterior se concluye que las víctimas del conflicto armado en nuestro País se 

encuentran a la deriva y son pocos los que logran alcanzar una ayuda humanitaria digna y 

frecuente, pero para esto, generalmente son asesorados por abogados que se ofrecen a 

realizar las gestiones efectivas ante las entidades públicas, pero con el pago debido por 

honorarios o comisión, lo que deja un ligero sabor de corrupción, pues la Unidad de 

Víctimas informa constantemente que no se necesita de la intermediación de apoderados; 

pero extrañamente, en los casos que se acercan a este tipo de abogados, las ayudas son 

entregadas casi que de inmediato a las víctimas que lo hacen. Entonces, vuelve a surgir el 

interrogante sobre la misión de estas entidades y si la estarán haciendo cumplir a cabalidad 
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o si estarán aprovechando el poder que poseen para influenciar la politiquería de nuestro 

sistema electoral. 

De otro lado, queda la sensación de impotencia ante las entidades encargadas de la gestión 

de la política pública de vivienda, porque ni con la jurisdicción, en instancias de tutela, se 

logra la protección de los derechos fundamentales de las víctimas del conflicto siendo 

sujetos especiales de derecho, confirmado esto por la Corte Constitucional, y trabajar 

porque se cumpla lo que menciona el Profesor RICARDO SANCHEZ ANGEL12 al 

referirse a la organización de la sociedad profundamente institucionalizada, con base en la 

revolución de los derechos humanos, como legitimadores de esta revolución:  

“Este nuevo tipo de sociedad y civilización no podrá ser el resultado de ningún 

tipo de decisión vertical, autoritaria violenta, intimidatoria. Tendrá que descansar 

sobre el legado de derechos formulados y conquistados, innegociables en su 

vigencia y aplicación”.13 

Ahora que la Ley de víctimas contempla una restitución de tierras a los desplazados, NO 

contempla la restitución de viviendas y patrimonio que se obligó a los desplazados a 

abandonar, como se reconoce en el VII informe de seguimiento a las recomendaciones del 

Representante Especial del Secretario General de las Naciones Unidas para los derechos 

humanos de las personas internamente desplazadas, realizado entre julio de 2010 y 

Diciembre de 2011, publicado por la Comisión Colombiana de Juristas, en febrero de 2012. 
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7. Conclusiones y proyecciones 

7.1. El Litigio Estratégico es una herramienta pertinente para la defensa de los derechos 

de las víctimas en Colombia, dado su enfoque colectivo y la defensa de causas 

sociales que pueden ser de gran impacto. 

7.2. Para que las víctimas accedan al derecho a una vivienda digna, se requiere que las 

entidades responsables de la política pública, se mantengan en la ruta. 

7.3. La comunidad Afrocolombiana víctima del desplazamiento forzado en Colombia 

necesita que el contenido normativo que yace en los textos jurídicos, impacte en el 

restablecimiento de sus derechos. 

7.4. La vivienda está considerada como un componente dentro de la estabilización 

económica de las víctimas, y es reconocida por los entes internacionales como un 

derecho de las personas, ante lo cual los Estados deben realizar su mayor esfuerzo 

para que se efectivice. La falta de una vivienda digna, se convierte un factor de 

vulneración adicional a la condición de precariedad económica que poseen las 

víctimas. 

7.5. Es importante que desde la academia y la investigación se apoyen este tipo de 

iniciativas que le apuestan a una transformación social.  Se requieren más 

profesionales con proyección social, que usen las armas de la justicia para construir 

una Colombia en paz. 

7.6. El litigio sigue en marcha. Se encuentran en etapa de elaboración otras acciones 

enmarcadas dentro de la línea del litigio estratégico, con lo que se busca proteger 
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los derechos colectivos de las víctimas. (Temas: Moralidad Administrativa, Libreta 

Militar, Reconocimiento de la vulnerabilidad adicional de las minorías étnicas). 

 

7.7. Este informe final, no es el final de la investigación. Quedan planteadas otras 

líneas de acción para seguir en la ruta que nos puede conducir a una Colombia en 

paz, esa es la meta. 
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Anexos 

Los siguientes anexos documentan el proceso metodológico que se realizó con la 

comunidad de AFRODES, en ejercicio de la Investigación Acción Participativa y 

recolección de información pertinente. 

 

Anexo A – Concepto sobre revisión de documentación proyecto de vivienda AFRODES, 

presentado a la líder del semillero de investigación sobre el primer contacto 

con la información del grupo poblacional objeto de la investigación. 

Anexo B – Actuación Gubernativa de AFRODES en busca acceder al derecho de 

vivienda digna. Respuesta de entidades competentes. 

Anexo C – Formato para recolección de información – Litigio estratégico. 

Anexo E – Reporte gráfico de la actividad de Investigación Acción Participativa con los 

grupos focales. 

Anexo F – Copia de control de asistencia a reuniones con líderes de AFRODES 

Anexo G – Listado de familias de AFRODES población objeto de la investigación. 

Anexo H – Certificación de la participación en evento regional Nodo Caribe. 

Anexo I – Carta Aval de la directora del Grupo de Investigación Derecho del Trabajo y 

Seguridad Social Dra. Josefina Quintero Lyons 
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Anexo C 

UNIVERSIDAD DE CARTAGENA 

GRUPO DE INVESTIGACION DERECHO DEL TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

SEMILLERO MUJER DESPLAZADA Y CONFLICTO ARMADO 

 

FORMATO PARA RECOLECCION DE INFORMACION – LITIGIO ESTRATEGICO  

 

I. DATOS PERSONALES 

Nombres y Apellidos ___________________________________ Doc. Id CC ___TI 

___ NT___ N° _______________   

Dirección_________________________________________________    

Teléfono________________ Nivel Educativo: P___ B___ T___ TL____ U____ 

PG___ N________  

Niveles cursados _____Ocupación Anterior______________ Ocupación 

actual_______________  

Trabajador D____   TI____ TD____ P____ R____ Otro _____________ 

Ingresos$____________ 

II. ENFOQUE DIFERENCIAL 

Edad_______ Género _____ Lugar de Nacimiento 

_____________________________ 

 

Madre cabeza de familia   Si ___   No___            Padre cabeza de familia Sí___ 

No___ 

Sufre alguna discapacidad F___ M___ S___ Otra___ 
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Cuál______________________ 

La discapacidad es por el conflicto armado: Si___ No____  

III. INFORMACION SOBRE LA VICTIMIZACION 

Descripción de los hechos (incluye fecha, hecho victimizante y pérdidas por el 

conflicto) 

______________________________________________________________

_ 

______________________________________________________________

_ 

______________________________________________________________

_ 

______________________________________________________________

_ 

Quién cree fue el causante de los hechos: G___ P___ FM____ Otro ____ No 

sabe____ 

 

Sitio de los hechos (Corregimiento, Vereda o barrio, Municipio, Departamento) 

_____________________________Sitio de 

llegada_______________________ 

Tipo de Desplazamiento: Individual ___ Familiar ____ Colectivo____ Se 

dispersó la familia por causa del conflicto? Sí____ No___ Explique 

_________________________ 

Está incluido en el RUV: Sí____ No_____ No Sabe____ 

IV. INFORMACION GRUPO FAMILIAR 

 Nombres y Apellidos Parentesco Sexo Edad Est. Disca

p. 

Nivel 

educativ

Ocupación 



130 
 

 Civil F/M/S o 

1         

2         

3         

4         

5         

6         

7         

 

V. ATENCION HUMANITARIA:       

AYUDA HUMANITARIA INMEDIATA (Después de la declaración – antes de la 

valoración)?  Recibió Alimentación _____ Atención Médica ____ Atención 

psicológica____ Suministros (aseo, albergue) ____ Otros, cuál? 

______________________ . 

AYUDA HUMANITARIA DE EMERGENCIA (si ya fue incluido en el Registro 

Único de Víctimas)?  

SALUD: Tiene servicios de salud? Si___ No___ Hace parte de algún programa de 

atención psicosocial? Si___ No____ 

Cuál_____________________________________________ 

ALIMENTACION: Ha recibido mercado? Sí___ No___ Cuántas veces? ____ Los 

alimentos son los que habitualmente usted consumía? Sí ____ No____ 

SUMINISTROS: Ha recibido Elementos de aseo _____ Utensilios de cocina ____ 

Sábanas, colchonetas, cobijas ____. 

ALOJAMIENTO TRANSITORIO: En albergue ____ Casa ____ Dinero para 

arriendo____ Por cuántos meses _____.  
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AYUDA HUMANITARIA DE TRANSICION (Después del año de su 

desplazamiento) 

Recibió la ayuda humanitaria de transición? Si ___   No____ Cuántas veces? 

_____Cuál es el monto de la ayuda? ________ Le han hecho la encuesta de Red 

Unidos? Si____ No____ Qué le ha parecido la misma? 

_______________________________________________________ 

____________________________________________________________________

________ 

VI. GOCE EFECTIVO DE DERECHOS: Generación de ingresos, educación y 

cultura, indemnización y vivienda. 

Ha participado en programa de generación de ingresos Si___ No____ Cuál? __ 

______________ Con qué entidad ________________Recibió capital? _____ 

Recibió indemnización administrativa Si____ No____ Trámite _____ Valor 

$__________  

Cuenta usted o su familia con espacios educativos y culturales propios de su 

étnia? Si___ No____ Cuáles? _________________________ 

 

VIVIENDA:  

En el lugar de origen tenía algún tipo de bien inmueble? _____ Cuál? 

_______________ Usted era: Propietario _____ Poseedor_____ Tenedor ____ 

Ocupante______ Tiempo de Posesión _________ 

Fue víctima de Abandono ____ Despojo ______. 

Usted actualmente vive en: Casa _____ Apartamento _____ Rancho/Choza 

______ Pieza ______ Cambuche ______ Otro ____ Cuál? 

___________________________________________________ 
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La vivienda donde vive actualmente es Propia ____ Arrendada_____ Familiar 

_____ Compadre _____ Otro ________________.  

De qué materiales está construida ___________ Cuántas habitaciones tiene 

______ Cuenta con buena ventilación ______ Iluminación _________ Cuenta 

con Servicios Públicos ______ Cuáles ___________ _________________ 

Cómo están las vías de acceso? _________________Está en zona de riesgo? 

______ Considera usted que la vivienda y el lugar donde está ubicada es 

adecuada para su familia? Si____ No____ Por qué? 

_____________________________________________________________ 

____________________________________________________________ 

Cuál es el tipo de vivienda que usted necesita? 

______________________________________________ 

                      ACCESO AL PROGRAMA ESTATAL DE VIVIENDA 

                     Cómo se entera usted de las convocatorias para acceder a una vivienda 

gratuita? ___________________ 

                       ________________________________. Le parece adecuado el 

mecanismo de información? Si __ No___ 

                       Por qué? 

______________________________________________________________________ 

                      Cuántas veces se ha postulado? _____ Fecha de la primera postulación 

_________ En qué CCF_______ 

                      En cuántos sorteos ha participado para acceder a una vivienda?  _____    

Cuál es el estado actual de su  

                      Postulación? NP____ NCR____ Por qué _________________C_____ 

Desde cuándo lo calificaron _____    Tienen carta cheque? _____ Por qué no ha sido 

aplicado el subsidio? ___________________________Qué gestiones ha realizado usted 

para ser beneficiaria de una vivienda gratuita?  
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_______________________________________________________________________ 

                    Qué resultados ha obtenido? 

______________________________________________________________ 

                    

                   Nombre del encuestador: _______________________________________ 

 

Estimado (a) Usuario (a) 

La información suministrada por usted relacionada con el desplazamiento forzado, las 

circunstancias  por las que solicita el acompañamiento del consultorio jurídico,  el 

seguimiento y  las actuaciones que haremos de su caso dentro de nuestro trabajo de 

investigación: EL LITIGIO ESTRATÉGICO PARA EL ACCESO A UNA VIVIENDA 

DIGNA PARA LAS VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA – UNA 

PROPUESTA CON ENFOQUE DIFERENCIAL, será ingresada en la base de datos del 

Grupo de Investigación Derecho del Trabajo y Seguridad Social;  Línea de Derechos 

Humanos, Justicia Transicional y Atención a Víctimas; Semillero Mujer Desplazada y 

Conflicto Armado. También en dicha base de datos, se ingresará la información 

relacionada con su intimidad, esto es, la que revela su origen racial o étnico, sus 

condiciones de salud y su vida sexual; esta clase de información relacionada con su 

intimidad es considerada por la ley como  un “dato sensible”,  por lo que usted no está 

obligado a autorizar su tratamiento. En todo caso, toda la información que usted nos 

suministre, será utilizada únicamente para la defensa de sus derechos, con fines 

investigativos y para la elaboración de informes ante las autoridades encargadas de 

protección. Se mantendrá confidencialidad y seguridad sobre los datos ingresados. Su 

nombre nunca será publicado. 

 

Autorización:    Firma y CC _______________________________________________ 
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Anexo D 
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Anexo E 

LISTADO FAMILIAS AFRODES 

No. NOMBRE  TELEFONO 

1 ALBA ROSA HERRERA ROCHA 3146652503 

2 ALBERTINA ZARZA GALAN 3113149116 

3 ALCIRA DE JESUS CARABALLO JIMENEZ 3147459348 

4 ALEXANDER LUIS SUAREZ PACHECO 3012564970 

5 ALIRIO ALVAREZ SABOGAL 3217939347 

6 ANA ISABEL LONDOÑO LOPEZ 3205925618 

7 ANA TERESA RIVERA DIAZ 3113109168 

8 ANGELA MARIA MONTOYA DIAZ 32I6817563- 3135431063 

9 ANGELA ROMERO DE BUENO 3117133782 

10 ANGIE MARCELA ACOSTA MURILLO 3106328340 

11 ARNALDO HERNANDEZ RIVAS 3203277030 

12 BERTA TULIA LOPEZ CHAVEZ 3122416228 

13 BERTHA ISABEL ARRIETA SOTELO 3127374117 

14 CELENE YOBANY HERNANDEZ PASTRANA 3116763444 

15 CENIT RENTERIA MOSQUERA 3203277030 

16 CLARA LUZ CHAMORRO VIDAL 3205295249 

17 CLAUDIA PATRICIA TERAN MEZA 3205254028 

18 DARLIS MARIA URIELES PAYARES 3205228518 

19 DELLIS MARGOTH ALVAREZ BARRETO 3132635226 

20 DIONIS BENITEZ FLOREZ 3205782805 

21 DORIS DEL CARMEN GOMEZ TORRES 3043943223 - 3114332349 

22 EDILSA HERRERA MEDRANO 3134542034 

23 EDITA DIAZ MARQUEZ 3114066498 

24 EDUARDO ARROYO CUESTA 3106752713 

25 ELIS JOHANA CASTAÑO BERTEL 3207807190 

26 ELIS VIVIANA MOSQUERA BERTEL 3127508361 

27 ELVIA ESTHER RAMOS MERCADO 3135323374- 6630794 

28 ENDOMAR ANTONIO BULA MARTINEZ 3205566907 

29 ENITH JOHANA LOPEZ SALAS 3205458824 

30 ENUAR JADITH REDONDO MARTINEZ 3135870767 

31 ERIKA HERNANDEZ GONZALEZ 3146619609 

32 ESTEBANA DEL CARMEN CAMPO ATENCIA 3126741219 

33 EUSEBIA MARIA HERNANDEZ CANTILLO 3114041472 
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34 FABIOLA GAITAN VILLARREAL 3215472176 

35 FAUTINO MOYA CHALA 3203277030 – 3205925618 

36 FILADELFO ENRIQUE SUAREZ 3212922942 

37 GLADYS ESTHER DE LA CRUZ ACOSTA 3205021952 

38 GLADYS ESTHER MONTES MANJARRES 3146104489 

39 HAILY JANETH MOSQUERA ATENCIO 3215437877 

40 HAILY JANETH MOSQUERA ATENCIO 3106814368 

41 HUMBERTO CORDOBA CAICEDO 6565124 

42 IGRIS HERRERA PIMIENTA 3205780630 

43 JESUS LEONTE RUBIANO GINDRAMA 3203277030 

44 JORGE MARIO LONDOÑO CARDONA 3147289361 

45 JOSE ALTAMAR JIMENEZ 3126565542 

46 JOSE ANTONIO MORELO MERCADO 3212922942 

47 JOSE MATIAS OROZCO 3145702666 

48 JUAN CARLOS NAVARRO JARABA 3216993641 

49 JUANA MARIA PALACIOS RAGA 3116965629 

50 JULIA TERESA LOPEZ BUELVAS 3215606584 

51 LEBINSON MANUEL SERRANO TORRRES 3135323374 

52 LIDYS ADECHINE VENERA 3157439944 

53 LILIANA PATRICIA IBARRA TURIZO 3126207312 

54 LUIS ALFONSO MUNERA AGUIRRE 3116493645 

55 LUZ MARINA CORDOBA SANDON 3008930503 

56 MANUEL ANTONIO CERVERA OLIVERO 3106854635 

57 MANUEL JULIA CERVERA BARANOA 318836766 

58 MARELBIS MARQUEZ DE BELLO 3135001057 

59 MARGELIS VERGARA SALAS 3217093375 

60 MARIA ANGELA MARTINEZ 3107231558 

61 MARIA DE LA CRUZ CORTECRO CABELLO 3105027902 

62 MARIA DORANIA RODRIGUEZ GOMEZ 3137375284 

63 MARIELA COSSIO MORENO 3126627504 

64 MARTHA CECILIA BRAVO GALAN 3116808231 

65 MARTHA ELENA BARRETO HERRERA 3126580740 

66 MARTHA ISABEL CASTAÑO MARIN 3205925618 

67 MELIZA DEL ROSARIO ORTIZ DE LA ROSA 3215317633 

68 MERCEDITA REBUELTA GONZALEZ 3205165664 

69 MILADIS ESTHER DE ORO MARTINEZ 3203588603 
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70 MIREYA DE JESUS VIDAL SALCEDO 3177915692 

71 

MIRYAM DEL CARMEN ESTRADA DE 

BARRIOS 3106056688 

72 NELCY DEL CARMEN GALAN BAENA 3135533451 

73 NELSON ILICH RIVAS SERNA 3146394699 

74 NELSON RIVAS LEMUS 3145750252 

75 NEYLA ROSA GOMEZ MEDRANO 3126587485 

76 NINI JOHANA PAYARES 3135847176 

77 ONEIDA PEREZ POLANCO 3205581897 

78 ORLANDO JOSE BURGOS BALLESTEROS 3126704158 

79 OVEY VIDAL GUERRA PASTRANA 3203277030 

80 RAFAEL GUSTAVO SIERRA SALAS 3126284004 

81 RAFAELA PANESSO 3135932428 

82 RAFAELA PARRA CHAVERRA 3205626113 

83 ROSA ELVIRA BUELVAS MENDOZA 3108409168 

84 ROSARIO GOMEZ MEDRANO 6758376 

85 RUBY DEL CARMEN EXTRADA MELENDEZ 3135626113 

86 SANDRA EMILSE PALACIOS RAGA 3126690901 

87 SILAY YESENIA PALACIOS RAGA 3128947198 

88 SOLEDAD DEL SOCORRO HOYOS MUÑOZ 3183996794 

89 SUSANA CARABALLO TERAN 3218267774 

90 VIDAL DIONISIO CERE PERALTA 3135580922 

91 VIOLLET FIDELIA AYALA BALDOVINO 3205691614 

92 YHEAN FRANC VELASQUEZ JARAMILLO 3205925618 

93 YONI PEREZ 3225584157 

94 YUDIS ESTHER GONZALEZ HERNANDEZ 3008590345 

95 ZAMARIS SARMIENTO GONZALEZ 3174613592 

96 ZOILA BERTEL ORTEGA 3127508361 
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